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1. OBJETO 
 

El presente documento tiene por objeto poner en conocimiento del 
Pleno de la Asamblea Nacional, el INFORME PARA PRIMER DEBATE 

DEL “PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE TRANSPARENCIA Y 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA”, producto de la unificación 

de varios proyectos calificados por el Consejo de Administración 

Legislativa (CAL) y asignados para el tratamiento de la Comisión 
Especializada Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana 

y Control Social. 
 

 
 

2. ANTECEDENTES 
 

2.1.- Mediante Oficio No. 119-JPVC-AN-2018 de 25 de septiembre de 

2018, el entonces asambleísta Juan Pablo Velín presentó el 
“PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA A LA LEY 

ORGÁNICA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA”. Mediante resolución No. CAL-2017-2019-600 de 15 de 

enero de 2019 el Consejo de Administración Legislativa calificó dicho 
Proyecto y lo remitió a la entonces Comisión Especializada Permanente 

de Derechos Colectivos, Comunitarios y la Interculturalidad, mediante 

Memorando Nro. SAN-2019-4678 de 23 de enero de 2019. 
 

2.2.- Mediante Oficio No. 2018-DRBM-0140 de 11 de octubre de 2018, 
los entonces asambleístas Rubén Bustamante Monteros y José 

Francisco Asán Wongsan presentaron el “PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA”. Mediante 

resolución No. CAL-2017-2019-599 de 15 de enero de 2019 el Consejo 
de Administración Legislativa calificó dicho Proyecto y lo remitió a la 

entonces Comisión Especializada Permanente de Derechos Colectivos, 

Comunitarios y la Interculturalidad, mediante Memorando Nro. SAN-
2019-4677 de 23 de enero de 2019. 

 
2.3.- Mediante Oficio No. AN-CH-JWCA-336 de 11 de abril de 2019 y 

el alcance contenido en el Oficio No. AN-CH-JWCA-350 de 08 de mayo 
de 2019, el entonces asambleísta Jorge Corozo Ayoví, presentó el 

“PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA A LA LEY 
ORGÁNICA DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DEL ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA”. Mediante resolución No. CAL-2021-2023-

048 de 27 de julio de 2021 el Consejo de Administración Legislativa 
calificó dicho Proyecto y lo remitió a la Comisión Especializada 

Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana y Control 
Social, mediante Memorando Nro. AN-SG-2021-2270-M de 30 de julio 

de 2021. 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 4 

 

2.4.- Mediante Oficio No. AN-MAAB-2020-0028-M de 04 de septiembre 

de 2020, y su alcance contenido en el memorando Nro. AN-LCCE-
2020-0002-M de 14 de septiembre de 2020, el entonces asambleísta 

Cesar Ernesto Litardo Caicedo, presentó el “PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA”. Mediante 

resolución No. CAL- 2019-2021-349 de 15 de septiembre de 2020 el 
Consejo de Administración Legislativa calificó dicho Proyecto y lo 

remitió a la entonces Comisión Especializada Permanente de Derechos 

Colectivos, Comunitarios y la Interculturalidad, mediante Memorando 
Nro. AN-SG-2020-1613-M de 16 de septiembre de 2020. 

 
2.5.- Mediante Oficio No. AN-CEJJ-2020-0006-O de 21 de septiembre 

de 2020, el entonces asambleísta Juan Jorge Cárdenas Espinoza, 
presentó el “PROYECTO DE LEY ORGÁNICA REFORMATORIA A LA 

LEY ORGÁNICA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA”. Mediante resolución No. CAL- 2019-2021-361 de 28 de 

octubre de 2020 el Consejo de Administración Legislativa calificó dicho 

Proyecto y lo remitió a la entonces Comisión Especializada Permanente 
de Derechos Colectivos, Comunitarios y la Interculturalidad, mediante 

Memorando Nro. AN-SG-2020-2058-M de 30 de octubre de 2020. 
 

2.6.- Mediante Oficio No. DPE-DDP-2020-0432-O de 28 de septiembre 
de 2020, ingresado a esta Legislatura a fecha 11 de marzo de 2021, el 

doctor Freddy Carrión Intriago, en su calidad de Defensor del Pueblo, 

presentó el “PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVA A LA LEY ORGÁNICA 
DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA - 

LOTAIP”. Mediante resolución No. CAL- 2019-2021-468 de 15 de abril 
de 2021 el Consejo de Administración Legislativa calificó dicho 

Proyecto y lo remitió a la entonces Comisión Especializada Permanente 
de Derechos Colectivos, Comunitarios y la Interculturalidad, mediante 

Memorando Nro. AN-SG-2021-1063-M de 15 de abril de 2021. 
 

2.7.- Mediante Memorando Nro. AN-CTPC-2021-0021-M de 28 de 

mayo de 2021, el asambleísta Ferdinan Arturo Álvarez Zambrano, 
Presidente de la Comisión Especializada Permanente de 

Transparencia, Participación Ciudadana y Control Social, solicitó a la 
Secretaría General se entregue una copia de la información que reposa 

en el Archivo General, presentada por la Secretaria de la Comisión, 
correspondiente al período 2019 – 2021, con el propósito de cumplir 

con la obligación de la Comisión.  
 

2.8.- Mediante Memorando Nro. AN-SG-2021-1578-M de 01 de junio 

de 2021, el abogado Álvaro Salazar Paredes, Secretario General, da 
respuesta al Memorando Nro. AN-CTPC-2021-0021-M; mediante el 

cual remite los cuadros respectivos con el estado del trámite e 
información de los proyectos de ley a cargo de la Comisión 

Especializada Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana 
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y Control Social, de acuerdo con  la base de datos y registros que 

reposan en la Secretaría General, al 13 de mayo de 2021. 

 
2.9.- Mediante Memorando Nro. AN-CTPC-2021-0058-M de 24 de 

junio de 2021, la Presidencia de esta Comisión, solicitó a la 
Coordinación General de Asesoría Jurídica que aclare el procedimiento 

legal que corresponda para continuar la tramitación de proyectos de 
ley ingresados en periodos anteriores. 

 

2.10.- Mediante Memorando Nro. AN-AG-CJ-2021-0322-M de 05 de 
julio de 2021, el Coordinador General de Asesoría Jurídica  señaló en 

su criterio jurídico que:  
 

“(…) considera procedente que para el caso de los proyectos de ley 
que requieren la elaboración de informe para primer debate y que 

fueron ingresados con fecha anterior al actual periodo legislativo, 
las comisiones especializadas corroborada la falta de información, 

inicie con el tratamiento del proyecto de ley, desde la avocación de 

conocimiento del mismo, a fin de que a través de la Presidencia de 
las comisiones especializadas se disponga e informe el inicio de 

tratamiento y apertura de la fase de socialización, conforme lo 
dispone el artículo 57 de la Ley Orgánica de la Función 

Legislativa. Así también, estima pertinente que a partir de este 
procedimiento se realice el cómputo de los plazos para la 

elaboración del informe para primer debate, según lo 

expresamente establecido en el artículo 58 ibidem, es decir dentro 
del plazo máximo de (90) noventa días, informe al cual se 

introducirán las observaciones que se juzguen necesarias 
introducir; toda vez, que la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley 

Orgánica de la Función Legislativa publicada en el Registro Oficial 
No. 326 de 10 de noviembre de 2020, entró en plena vigencia a 

partir del 14 de mayo de 2021, cuando se posesionó el actual 
período legislativo 2021-2025, y los efectos de la misma rigen a 

partir de su publicación conforme lo dispuesto en los artículos 5 y 

6 del Código Civil.” 
 

2.11.- Mediante Memorando Nro. AN-SG-2021-2327-M de 5 de agosto 
de 2021, la Secretaría General notifica a esta Comisión el Oficio Nro. 

AN-CH-JWCA-350 de 08 de mayo de 2019, como alcance al Oficio Nro. 
AN-CH-JWCA-336, documento que por un lapsus involuntario no fue 

incluido en la notificación realizada con Memorando Nro. AN-SG-2021-
2270-M. 

2.12.- El segundo punto de orden del día de la Sesión Ordinaria No.- 

2021-2023-011 de la Comisión de Transparencia, Participación 
Ciudadana y Control Social, realizada el jueves 12 de agosto de 2021 a 

las 10:00, fue avocar conocimiento del “Proyecto de Ley Orgánica 
Reformatoria a la Ley Orgánica de Transparencia y Protección del 
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Acceso a la Información Pública”, propuesto por el entonces 

asambleísta Jorge Corozo Ayoví mediante Oficio Nro. AN-CH-JWCA-

336 de 11 de abril de 2019, signado con número de trámite 360893 y 
el alcance contenido en el Oficio Nro. AN-CH-JWCA-350 de 08 de 

mayo de 2019, ingresado con número de trámite 363541. 
 

2.13.- Dentro de la Sesión Ordinaria Nro. 2021-2023-011 de la 
Comisión de Transparencia, Participación Ciudadana y Control Social, 

la asambleísta Katiuska Miranda Giler, solicitó se requiera a 

Secretaría General, el listado de proyectos de ley relacionados con la 
transparencia y acceso a la información pública. 

 
2.14.- Mediante Memorando No.- AN-CTPC-2021-0091-M de 13 de 

agosto de 2021, la Secretaría de esta Comisión, solicitó a Secretaría 
General, una certificación con los nombres de todos los proyectos de 

ley relacionados con la transparencia y acceso a la información 
pública, que se encuentren en trámite en las distintas comisiones 

especializadas. 

 
2.15.- Mediante Memorando No.- AN-SG-2021-2528-M de 19 de 

agosto de 2021, en atención a la solicitud realizada mediante el 
Memorando Nro. AN-CTPC-2021-0091-M de fecha 13 de agosto de 

2021, la Secretaría General señala la lista de proyectos de ley 
relacionados con materia de transparencia y acceso a la información 

pública, de acuerdo con la información que se desprende del Sistema 

de Consulta de Propuestas y Proyectos de Ley de la página web 
institucional. 

 
2.16.- El segundo punto de orden del día de la Sesión Ordinaria No.-. 

2021-2023-013 en modalidad semipresencial, que se realizó el 
miércoles 25 de agosto de 2021 a las 15h00, fue conocimiento y 

análisis del Memorando Nro. AN-SG-2021-2528-M de 19 de agosto de 
2021, mediante el cual, la Secretaría General de la Asamblea Nacional, 

atiende a la solicitud de la Comisión efectuada con Memorando Nro. 

AN-CTPC-2021-0091-M de 13 de agosto de 2021, sobre los  Proyectos 
de Ley relacionados con transparencia y acceso a la información 

pública, que se encuentren en trámite en las distintas comisiones 
especializadas. 

 
2.17.- En la sesión ordinaria No.- 2021-2023-013, la Comisión 

Especializada Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana 
y Control Social, por unanimidad (9 votos a favor) aprobó la 

Resolución No. CEPTPCCS 2021-2023-004, la cual en su parte 

pertinente resuelve:  
 

(…) Artículo 1.- SOLICITAR al Consejo de Administración 
Legislativa que la Comisión Especializada Permanente de 

Transparencia, Participación Ciudadana y Control Social sea la 
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encargada de debatir y tramitar los proyectos de ley relacionados 

con la materia de transparencia y acceso a la información pública. 

Artículo 2.- SOLICITAR al Consejo de Administración Legislativa, 
autorice la unificación de los siguientes proyectos de ley, de 

acuerdo a lo estipulado en el artículo 58.1 de la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa: 

a) Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, presentado el 11 de marzo de 2021, por el 

Doctor Freddy Carrión, en calidad de Defensor del Pueblo, a cargo 

de la Comisión Especializada Permanente de Garantías 
Constitucionales, Derechos Humanos, Derechos Colectivos y la 

Interculturalidad; 
b) Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, presentado el 21 
de septiembre de 2020, por el ex Asambleísta Juan Jorge 

Cárdenas Espinoza, a cargo de la Comisión Especializada 
Permanente de Garantías Constitucionales, Derechos Humanos, 

Derechos Colectivos y la Interculturalidad;  

c) Proyecto de Ley Orgánica de Acceso a la Información Pública, 
presentado el 4 de septiembre de 2020, por el Ex Asambleístas 

César Litardo, a cargo de la Comisión Especializada Permanente 
de Garantías Constitucionales, Derechos Humanos, Derechos 

Colectivos y la Interculturalidad;  
d) Proyecto de Ley Orgánica de Acceso a la Información Pública, 

presentado el 11 de octubre de 2018, por los Ex Asambleístas 

Rubén Bustamante Monteros y José Francisco Asán Wongsan, a 
cargo de la Comisión Especializada Permanente de Garantías 

Constitucionales, Derechos Humanos, Derechos Colectivos y la 
Interculturalidad; y,  

e) Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Protección del 
Acceso a la Información Pública, presentado el 11 de abril de 

2019, por el Ex Asambleístas Jorge Corozo Ayoví; a cargo de la 
Comisión Especializada Permanente de Transparencia, 

Participación Ciudadana y Control Social. (…). 

 
2.18.- Mediante Memorando Nro. AN-CTPC-2021-0102-M de 13 de 

agosto de 2021, el Presidente de la Comisión Especializada 
Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana y Control 

Social, solicitó a la Presidenta de la Asamblea Nacional, la unificación 
de los proyectos de ley en materia de transparencia y acceso a la 

información pública, que se están tratando en las diferentes 
comisiones especializadas permanentes de la Asamblea Nacional. 

 

2.19.- Mediante Memorando Nro. AN-SG-2021-3279-M de 5 de 
octubre de 2021, en atención a la solicitud realizada por la Comisión, 

mediante Memorando No.- AN-CTPC-2021-0102-M, la Secretaría 
General notifica el contenido de la Resolución CAL-2021-2023-128, 

que el Consejo de Administración Legislativa aprobó en la Sesión No. 
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028-2021, realizada en modalidad semipresencial, a fecha 04 de 

octubre de 2021. 

 
2.20.- Mediante Memorando No.- AN-CGDI-2021-0188-M de 07 de 

octubre de 2021, suscrito por la Secretaria Relatora de la Comisión 
Especializada Permanente de Garantías Constitucionales, Derechos 

Humanos, Derechos Colectivos y la Interculturalidad, Daniela Jerves, 
se remite a la Comisión Especializada Permanente de Transparencia, 

Participación Ciudadana y Control Social, los proyectos de ley 

dispuestos por el Consejo de Administración Legislativa en la 
Resolución CAL-2021-2023-128. 

 
2.21.- En la sesión ordinaria No. 2021-2023-026 de 10 de octubre de 

2021, la Comisión Especializada Permanente de Transparencia, 
Participación Ciudadana y Control Social, por unanimidad (9 votos a 

favor) aprobó la Resolución No. CEPTPCCS 2021-2023-009, la cual en 
su parte pertinente resuelve: 

 

“Artículo 1.- AVOCAR conocimiento de los proyectos enlistados a 
continuación; a fin de proceder con el trámite legislativo y que la 

Comisión Especializada Permanente de Transparencia, 
Participación Ciudadana y Control Social presente el Informe 

correspondiente para Primer Debate del Proyecto de Ley. a) 
Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, presentado el 11 de marzo de 2021, por el 

Doctor Freddy Carrión, en calidad de Defensor del Pueblo. b) 
Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, presentado el 
21 de septiembre de 2020, por el ex Asambleísta Juan Jorge 

Cárdenas Espinoza. c) Proyecto de Ley Orgánica de Acceso a la 
Información Pública, presentado el 4 de septiembre de 2020, por 

el Ex Asambleístas César Litardo. d) Proyecto de Ley Orgánica de 
Acceso a la Información Pública, presentado el 11 de octubre de 

2018, por los Ex Asambleístas Rubén Bustamante Monteros y 

José Francisco Asán Wongsan. e) Proyecto de Ley Orgánica de 
Transparencia y Protección del Acceso a la Información Pública, 

presentado el 11 de abril de 2019, por el Ex Asambleístas Jorge 
Corozo Ayoví. f) Proyecto de Ley Orgánica Reformatoria a la Ley 

Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
presentado el 25 de septiembre de 2018, por el ex Asambleísta 

Juan Pablo Velín Córdova.  
 

Artículo 2.- UNIFICAR los proyectos de ley detallados en el Artículo 

que antecede, de acuerdo con lo estipulado en el Artículo 58.1 de la 
Ley Orgánica de la Función Legislativa, en disposición a lo contenido 

en la Resolución CAL2021-2023-128 de 4 de octubre de 2021.” 
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2.22.- Mediante Memorando No.- AN-CTPC-2021-0142-M de 10 de 

octubre de 2021, suscrito por el Prosecretario Relator de la Comisión 

Especializada Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana 
y Control Social, se notifica a Secretaría General de la Asamblea 

Nacional, el inicio de fase de socialización a la ciudadanía de Proyectos 
de Ley relacionados la transparencia y acceso a la información 

pública. 
 

 

2.23.- Dentro de la fase de socialización se determina lo siguiente: 
 

2.23.1 En la sesión de Comisión No.- 2021-2023-028 de 15 de 
octubre de 2021, en la ciudad de Santo Domingo, dentro del 

tratamiento de los Proyectos de Ley relacionados con la 
transparencia y acceso a la información pública, se recibió en 

comisión general, a las siguientes profesionales: 
 

a) Licenciada Marlín Charcopa Pereira; 

b) Ingeniera Andrea Santana; y, 

c) Ingeniera Andrea Heras Zambrano. 

 
2.23.2 En la sesión de Comisión No. 2021-2023-032 de 23 de 

octubre de 2021, realizada en la ciudad de Quevedo, dentro del 

tratamiento de los Proyectos de Ley relacionados con la 

transparencia y acceso a la información pública, se recibió en 

comisión general y comparecencia, a los siguientes profesionales y 

autoridades: 

a)    Sergio Humberto Osorio Osorio, Presidente de la Asamblea 

Local Ciudadana del cantón Quevedo. 

b)    Shirley Plaza, delegada por el Presidente de la Asamblea 

Cantonal Quevedo. 

c)     Mercedes Samaniego, Directora Provincial del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social. 

d)    Augusto Aguirre, Secretario de Transparencia Nacional del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. 

 

2.23.3 En la sesión de Comisión No. 2021-2023-037 de 8 de 

noviembre de 2021, realizada en la ciudad de Ambato, dentro del 

tratamiento de los Proyectos de Ley relacionados con la 
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transparencia y acceso a la información pública, se recibió en 

comisión general, a las siguientes profesionales: 

a) Abg. Erika García; 

b) Abg. Daniela López. 

 

2.23.4 En la sesión de Comisión No. 2021-2023-043 de 19 de 

noviembre de 2021, realizada en la ciudad de Manta, dentro del 

tratamiento de los Proyectos de Ley relacionados con la 

transparencia y acceso a la información pública, se recibió en 

comisión general, a los siguientes profesionales: 

a)    Dr. Marco Zambrano Zambrano, Rector de la Universidad Laica 

Eloy Alfaro -ULEAM; 

b) Abg. Daniel Briones Córdova, Presidente de la Fundación Libres 

Pensadores; 

c) Abg. Johnny Marcelo Toala Rivas, Coordinador de la Carrera de 

Derecho online de la Universidad Técnica de Manabí; 

d) Sr. Yandry Sánchez, Presidente de la Red de jóvenes políticos. 

 
2.23.5 En la sesión de Comisión No.- 2021-2023-044 de 24 de 

noviembre de 2021, dentro del tratamiento de los Proyectos de Ley 

relacionados con la transparencia y acceso a la información pública, 

se recibió en comisión general, al siguiente profesional: 

 

a) Marcelo Espinel, Subdirector de la Fundación Ciudadanía y 

Desarrollo. 

 

2.23.6 En la sesión de Comisión No. 2021-2023-046 de 3 de 

diciembre de 2021, dentro del tratamiento de los Proyectos de Ley 

relacionados con la transparencia y acceso a la información pública, 

se trató el siguiente orden del día: 

 

a) Conocimiento, análisis y debate del articulado del Proyecto de Ley 

Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

elaborado y propuesto por el equipo técnico conformado por las y 

los asesores designados por las y los legisladores integrantes de esta 

mesa legislativa. 
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2.23.7 En la Sesión de Comisión No.- 2021-2023-048 de 10 de 

diciembre de 2021, dentro del tratamiento de los Proyectos de Ley 

relacionados con la transparencia y acceso a la información pública, 

se recibió la comparecencia y en comisión general, a la siguiente 

autoridad y al siguiente profesional: 

a) Comparecencia de Romel Jurado, Coordinador General de 

Relaciones Internacionales del Consejo de Participación Ciudadana 

y Control Social; y, 

b) Comisión general para recibir a César Ricaurte, Director 

Ejecutivo de la Fundación Andina para la Observación y Estudio 

de Medios – FUNDAMEDIOS. 

2.23.8 En la sesión de Comisión No.- 2021-2023-049 de 15 de 

diciembre de 2021, dentro del tratamiento de los Proyectos de Ley 

relacionados con la transparencia y acceso a la información pública, 

se recibió en comparecencia, a las siguientes autoridades: 

a) Sofía Almeida, Presidenta del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social; 
 

b) Hernán Ulloa, Vocal del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social; 

 

c) María del Carmen Maldonado, Presidenta del Consejo de la 
Judicatura; 

 
d) Franklin Galarza, Presidente de la Asociación de 

Municipalidades Ecuatorianas AME; 
 

e) Danilo Sylva Pazmiño, Presidente de la Función de 
Transparencia y Control Social; y, 

 

f)       César Córdova Valverde, Defensor del Pueblo. 
 

 

2.24.- Las observaciones emitidas dentro del proceso de 

socialización son las siguientes: 

 

2.24.1 Dentro de la sesión de Comisión No. 2021-2023-028, la 

ingeniera Andrea Heras señaló: 

 

 Se debe cumplir con responsabilidad en la tarea de administrar lo 

público y el impedir el acceso a la información constituye un freno 
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al control social hacia las instituciones o personas que manejan 

fondos o recursos públicos. 

 Debe existir la definición explícita de la información clasificada 

como reservada. 

 En relación con las sanciones menciona: “Ejecutoriada la 

sentencia de la acción constitucional de acceso a la información 

pública en la que se hubiera verificado la vulneración del derecho, al 

organismo o entidad obligada procederá a imponer sanción”. Obtener 

una sentencia de Corte Constitucional implica erogación de 

recursos económicos y tiempo para su obtención; resulta en un 

proceso de desgaste, que desmotiva a la ciudadanía. 

 En relación con la conformación de los Comités de Transparencia, 

comentó: Las instituciones públicas se encuentran con 

presupuestos considerablemente disminuidos. En la actualidad, los 

funcionarios públicos de algunas instituciones se encuentran con 

exceso de carga laboral. En caso de ser de obligatorio cumplimiento 

la conformación de un Comité de Transparencia, se lo cumplirá por 

parte de las instituciones obligadas, pero probablemente a costa de 

un servicio deficiente y con un aumento de burocracia en la 

organización. 

 Con relación a la información previamente clasificada como 

reservada, comentó: Establecer claramente en la presente Ley los 

criterios bajo los cuales se define el periodo de reserva de la 

información. 

 Respecto a crear el Portal Nacional de Transparencia que será 

administrado y operado por la Dirección Nacional de Registro de 

Datos Público, comentó: Se debe considerar la restricción en los 

recursos económicos que actualmente atraviesa el país. 

 

 

2.24.2   Dentro de la Sesión de Comisión No. 2021-2023-032, Shirley 

Plaza, delegada por el Presidente de la Asamblea Cantonal Quevedo, 

señaló: 

 

 De manera prioritaria se debe tomar en cuenta la rendición de 

cuentas de las autoridades en el ejercicio de su cargo, no deben 

limitarse a dar un informe simple, sino detallado con estadísticas. 

 Es necesario tomar atención, dentro del artículo correspondiente 

al Consejo de la Judicatura, la emisión de las audiencias públicas, 

es decir que esta Ley lo garantice. 

 Es necesaria la capacitación para que la ciudadanía sepa ejercer 

el control social. 
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2.24.3 Dentro de la Sesión de Comisión No. 2021-2023-032, 

Mercedes Samaniego, Directora Provincial del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, señaló: 

 

 Se debe dar protagonismo a una institución que actúe no solo 

como órgano de vigilancia, sino como ente sancionador.  

 Los  cinco  días de prórroga, dentro del plazo que las instituciones 

tienen para responder la solicitud de información, siempre debe ser 

sustentado. 

 Es necesaria la capacitación a las instituciones para la adecuada 

administración de los links de transparencia de cada entidad. 

 Se debe incluir la obligación de los órganos de control dentro de 

un artículo propio, la difusión de la información que sea pública. 

 

2.24.4 Dentro de la sesión de Comisión No. 2021-2023-037, la  

abogada  Erika García, representante de la Academia, señaló: 

 

 Se debe tomar como organismo rector a la Defensoría del Pueblo, 

en conjunto con el Consejo de Participación Ciudadana, para que, 

con base en  las competencias de estas dos entidades, se garantice 

de forma plena el derecho al acceso a la información pública. 

 

2.24.5 Dentro de la sesión de Comisión No. 2021-2023-037, la 

abogada Daniela López, representante de la Academia, señaló: 

 

 Se deben detallar de manera explícita las condiciones para 

determinar como reservada la información que posea una 

institución; existiendo la debida motivación que fundamente la 

restricción de ese derecho. 

 La Defensoría del Pueblo tiene como atribuciones la protección, 

promoción y tutela efectiva de las personas, por lo cual, si se deja 

que la DINARDAP sea la autoridad en acceso a la información 

pública, le estamos asignando una función que no es propia del 

órgano. 

 Las normas legales deben ajustarse al principio de supremacía 

constitucional, garantizando la fiscalización de la administración 

pública, de la democratización social y de la participación 

ciudadana. 
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2.24.6 Dentro de la Sesión de Comisión No. 2021-2023-043, el  

doctor  Lenin Arroyo, en delegación del  doctor  Marco Zambrano 

Zambrano, Rector de la Universidad Laica Eloy Alfaro -ULEAM, señaló: 

 

 Los principios que rigen el derecho al acceso a la información 

pública son: publicidad, siendo el principio rector, ya que la 

información pública le pertenece al ciudadano y las instituciones 

solo son administradores, transparencia, rendición de cuentas y 

gratuidad. 

 El derecho de acceso a la información pública es un derecho 

fundamental, que, según la Corte Interamericana, tiene 2 

dimensiones, individual y social, lo cual está empatado con el 

artículo 18, numeral 2 de la Constitución de la República del 

Ecuador. 

 El mal uso y administración de la información pública debe ser 

sancionado. 

 

2.24.7 Dentro de la sesión de Comisión No. 2021-2023-043, el  

abogado  Daniel Briones Córdova, Presidente de la Fundación Libres 

Pensadores, señaló: 

 

 Están sometidas a esta Ley todas las entidades del Estado y las 

instituciones privadas que reciban dinero del Estado, sin excepción. 

 Se incorpora el uso de herramientas virtuales para la difusión de 

la información pública. 

 Se debe propender a la protección de la información confidencial 

de las personas naturales y jurídicas. 

 El alcance del custodio de la información pública no solo debe ser 

de la física sino de la digital. 

 La institución encargada de receptar los informes de las 

instituciones obligadas sobre el cumplimento de la ley relacionada 

al derecho a la información pública debe ser el Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social, de forma semestral. 

 Se debe actualizar la terminología al marco vigente. 

 

2.24.8 Dentro de la sesión de Comisión No. 2021-2023-043, el  

abogado Johnny Marcelo Toala Rivas, Coordinador de la Carrera de 

Derecho online de la Universidad Técnica de Manabí, señaló: 

 Se debe dar a la normativa un enfoque para propender a la 

construcción de gobiernos electrónicos. 
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 Propone añadir una causal dentro del Código Orgánico de  

Organización Territorial Autonomía Descentralización, para 

sancionar con destitución al servidor que no acate ni garantice el 

derecho a la información pública. 

 La Defensoría del Pueblo es la autoridad en el ejercicio y 

promoción del derecho a la información pública, ya que este se trata 

de un derecho humano y la institución pertenece a la Función de 

Transparencia y Control Social. 

 Propone reformar el Artículo 47 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, añadiendo los medios 

electrónicos como medio de acceso a la información pública. 

 

2.24.9 Dentro de la sesión de Comisión No.- 2021-2023-044, el  

abogado Marcelo Espinel, Subdirector de la Fundación Ciudadanía y 

Desarrollo, señaló: 

 La normativa vigente relacionada con la transparencia y acceso a 

la información pública no es armónica con el marco constitucional 

actual, ni guarda relación con los instrumentos internacionales a 

los que nos encontramos suscritos. 

 El contenido de la normativa relacionada con la transparencia y el 

derecho al acceso a la información pública debe ir acorde con 

estándares internacionales, tal como es la Ley Modelo 2.0 sobre el 

Acceso a la Información Pública, aprobada por la Organización de 

Estados Americanos (OEA). 

 El alcance la transparencia activa debe ampliarse de tal forma 

que se adecue a la realidad actual, por lo que dentro de la 

información mínima, que están obligados a publicar las entidades 

en el portal web, se debe añadir el detalle de las audiencias y 

reuniones sostenidas por las autoridades electas, funcionarios del 

nivel jerárquico superior y máximos representantes de los sujetos 

obligados, que tengan por objeto la elaboración de proyectos de ley, 

acuerdos, resoluciones, contratos, políticas, planes y proyectos; así 

como el detalle de los donativos oficiales y protocolares que reciban 

los sujetos obligados . 

 Se deben plantear parámetros mínimos para las respuestas a las 

solicitudes de información, propendiendo a la entrega en formatos 

digitales; que la redacción sea comprensible y que la información se 

encuentre completa. 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 16 

 El incumplimiento de transparencia activa y pasiva por parte de 

instituciones públicas debe dar paso a sanciones administrativas 

establecidas en la Ley de Servicio Público. 

 Se debe estipular un plazo para que el sujeto obligado, emita la 

correspondiente respuesta, el cual deberá ser de 10 días, con una 

extensión de 5 días en caso que así lo justifique.  

 Se debe reformar la Ley Orgánica de la Contraloría General del 

Estado, añadiendo como responsabilidad administrativa culposa el 

incumplimiento de la transparencia activa. 

 

2.24.10  Dentro de la Sesión de Comisión No. 2021-2023-048, Romel 

Jurado, Coordinador General de Relaciones Internacionales del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, con base  en el  

texto unificado, señaló: 

 En lugar del Artículo  15, colocar el siguiente artículo: 

Art. 15.- Procedimiento para clasificar información como 

reservada.- Todos los sujetos obligados por esta Ley que consideren 

necesario realizar la clasificación de información pública como 

reservada, seguirán obligatoriamente el siguiente procedimiento:  

1. Elaborar y conservar en el archivo institucional un acta de 

clasificación de la información reservada en la que se establezca 

fundamentadamente la razón o razones que justifican la realización 

de la reserva. Esta acta no puede ser destruida por ningún concepto 

y será remitida al Archivo Nacional, una vez que los plazos de 

custodia institucional de esa información hayan terminado.  

2. La fundamentación de la clasificación de información pública 

como reservada debe incluir en todos los casos: 

a) El señalamiento expreso de la norma legal que 

autoriza al sujeto obligado a realizar la clasificación de 

información pública como reservada.  

b) El señalamiento expreso del derecho constitucional, el 

bien jurídico o el interés público que se busca proteger 

con la clasificación de información pública como 

reservada.  
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c) Un análisis de los riesgos o perjuicios que implicaría 

para el Estado, la sociedad o los ciudadanos la libre 

circulación de la información que se va a reservar.  

d) El señalamiento expreso de las ventajas o beneficios 

que obtiene el Estado, la sociedad o los ciudadanos con 

la realización de la clasificación de la información pública 

como reservada, demostrando que existe 

proporcionalidad en la decisión de impedir el acceso a la 

información pública y los beneficios que esto implicará 

para el Estado o la sociedad.  

e) El señalamiento expreso del tiempo que durará la 

reserva de la información pública, que en ningún caso 

será superior al tiempo que duren las causas legítimas 

que motivaron la reserva, ni por más tiempo que el que 

se ha establecido en la Ley.  

3. El acta debe ser suscrita por la máxima autoridad de las 

instituciones u organizaciones que son sujetos obligados según esta 

ley, y en el caso de cuerpos colegiados el Acta de reserva de 

información debe ser firmada por el número de miembros que haya 

aprobado la reserva.  

4. El sujeto obligado que ha realizado la clasificación de información 

pública reservada enviará una copia del acta de reserva al Defensor 

del Pueblo y al Consejo de Administración Legislativa de la 

Asamblea Nacional, en el término de  diez  días.  

5. La clasificación de la información como reservada no tendrá 

validez alguna si no se ha cumplido plenamente o falta alguno de 

los elementos descritos en el procedimiento establecido en este 

Artículo. 

 A continuación del Artículo 15 colocar el siguiente artículo: 

Art…. Reserva fraudulenta.- La clasificación de información 

pública como reservada que se realice o se mantenga incumpliendo 

el procedimiento para clasificar información como reservada 

establecido en esta Ley, se presumirá fraudulenta de pleno derecho, 

y las personas que la realicen serán responsables administrativa, 

civil y penalmente por los perjuicios que dicha clasificación pueda 

generar para el Estado o para cualquier otra persona natural o 

jurídica.  
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En todos los casos, la autorización legal para la clasificación de 

reserva de información pública debe estar establecida en una Ley 

Orgánica. Las autorizaciones de clasificación de reserva de 

información pública realizadas mediante normas jerárquicamente 

inferiores a una Ley Orgánica no tienen ninguna validez jurídica y 

se presumirán fraudulentas de pleno derecho. 

 Incluir la siguiente disposición transitoria (relacionada con el 

Artículo 15)  

Disposición Transitoria: En el plazo de un año, todos los sujetos 

obligados por esta Ley, revisarán la información clasificada como 

reservada que exista en sus archivos, y desclasificarán toda la 

información pública que, por el transcurso del tiempo o la 

terminación de las causas que motivaron la reserva, ya no merezca 

tener esa condición.  

Respecto de la información pública que, a su juicio, merece seguir 

teniendo la condición de reservada se realizará obligatoriamente el 

procedimiento para clasificar información como reservada 

establecido en el Artículo 15 de esta Ley.  

El incumplimiento de esta Disposición Transitoria genera 

responsabilidad administrativa, civil y penal de las personas que 

tienen la obligación de realizar la desclasificación de la información.  

En caso de que el sujeto obligado no cumpla lo dispuesto en esta 

Disposición en el plazo de un año, toda la información clasificada 

como reservada queda automática e inmediatamente desclasificada, 

y no podrá impedirse su acceso y libre difusión de ninguna forma, 

ni con ningún recurso legal o acción constitucional. 

 Sustituir el Artículo 21 por el siguiente:  

Artículo 21.- Función de Transparencia y Control Social.  El 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, la Defensoría 

del Pueblo, la Contraloría General del Estado, las 

Superintendencias y todo organismo de control, adicionalmente, 

publicarán el texto íntegro de las resoluciones ejecutoriadas, así 

como sus informes, producidos en todas sus jurisdicciones. En el 

caso de las Superintendencias y otros organismos que tengan 

competencias o atribuciones de control y vigilancia sobre las 

instituciones financieras, mercado de valores, seguros, de economía 

popular y solidaria y de control del poder de mercado, les es 
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obligatorio, publicar en su página web los informes de auditoría, 

inspección y análisis que realicen respecto de las personas 

naturales y jurídicas sometidas a su control, en el término de 10 

días a partir de su suscripción. Todos los informes y toda la 

información de sustento de los programas de supervisión 

preventiva, correctiva e intensiva que realicen las correspondientes 

Superintendencias sobre las entidades financieras y de seguros, 

será publicada obligatoriamente en el término de 10 días, a partir 

de su suscripción. 

 Incluir las siguientes Disposiciones Derogatorias (relacionadas 

con el Artículo 21)  

Disposición Derogatoria Segunda.- Se derogan: el número 8 del 

Artículo 85; el Artículo 235 y el Artículo 288 del Código Orgánico 

Monetario y Financiero.  

Disposición Derogatoria Tercera. - Quedan derogadas todas las 

normas del ordenamiento jurídico nacional para la clasificación de 

información pública como reservada que sean anteriores, 

jerárquicamente inferiores e incompatibles con las normas 

establecidas en la presente Ley. 

 Incluir las siguientes Disposiciones Reformatorias (relacionadas 

con el Artículo 21)  

Primera Disposición Reformatoria: Se suprime del Artículo 22 y 

del Artículo 47.7 del Código Orgánico Monetario y Financiero, la 

expresión: “excepto aquellas calificadas como reservadas”.  

Segunda Disposición Reformatoria: Se elimina en el primer 

párrafo del Artículo 77 del Código Orgánico Monetario y Financiero 

I, la palabra “reservados”, y en su lugar se coloca la palabra 

“públicos”; y, se elimina el segundo, tercero y cuarto párrafos de 

este Artículo. 

2.24.11 Dentro de la Sesión de Comisión No.- 2021-2023-048, César 

Ricaurte, Director Ejecutivo de la Fundación Andina para la 

Observación y Estudio de Medios – FUNDAMEDIOS, en base al texto 

unificado, señaló: 

 Es necesario tener un robusto y muy preciso régimen de 

excepciones a la información pública, donde claramente se definan 
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cuáles son las causales para que la información sea clasificada 

como confidencial y reservada. 

 Dentro de los artículos 11 y 12 del borrador del articulado se 

deben plantear los estándares mínimos sobre el órgano garante de 

la promoción y ejecución del derecho de acceso a la información 

pública, para lo cual es necesario tomar como referencia los 

estándares internacionales. 

 Una de las debilidades de la Ley vigente sobre transparencia y 

acceso a la información pública es que exactamente el órgano 

garante no tiene capacidad sancionatoria en el marco de sus 

competencias. 

 Dentro de los aspectos concernientes al órgano garante, señala: 

Denuncia de infracciones. - Remitir a los órganos competentes los 

casos en que sospechen la existencia de la mala conducta 

administrativa o penal. 

Sanciones y medidas de apremio. – Establecer y ejecutar medidas 

de apremio, entre ellas, amonestaciones públicas, imposición de 

multas, entre otras. 

Recursos. – Servir como segunda instancia para los que se 

encuentren inconformes con las resoluciones de los sujetos 

obligados; tomar en cuenta las denuncias presentadas por 

particulares. 

 El órgano garante debe poder determinar infracciones 

administrativas, las cuales son las conductas deliberadas 

planteadas en el Artículo 68 de la Ley Modelo Interamericana 2.0 

sobre el acceso a la información pública. 

2.24.12 Dentro de la Sesión de Comisión No. 2021-2023-049, Sofía 

Almeida, Presidenta del Consejo de Participación Ciudadana y Control 

Social, con base en el texto unificado, señaló: 

 Dentro del Artículo 5 del Proyecto, es necesario que se desarrollen 

los principios y explicar en qué consiste cada uno de ellos. 

 Dentro de los principios se debe incluir el de celeridad, puesto 

que el acceso a la información de forma ágil, posibilita la lucha 

contra la corrupción eficaz. 
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 Propender el uso de las herramientas informáticas necesarias 

para el acceso a la información pública, no solo para su publicación 

sino para la entrega. 

 Establecer de forma clara cuál es la información confidencial y 

reservada, para que no exista confusión. 

2.24.13 Dentro de la Sesión de Comisión No.- 2021-2023-049, Hernán 

Ulloa, Vocal del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, 

con base  en el  texto unificado, señaló: 

 Se determine en un artículo específico lo que comprende la 

información confidencial. 

 La presentación de informes debe incorporarse a la obligación de 

rendición de cuentas de las autoridades, con la finalidad de evitar 

doble trabajo. 

 Se debe determinar que la transparencia activa no debe atenerse 

a disposiciones por encima de la Ley, que resulten una traba para el 

acceso a la información pública. 

 Se debe replantear la entidad que fungirá como órgano rector, 

siendo la Contraloría General del Estado la adecuada por su 

capacidad sancionatoria. 

2.24.14 Dentro de la Sesión de Comisión No.- 2021-2023-049, 

Santiago Peñaherrera, Director General del Consejo de la Judicatura, 

en delegación de María del Carmen Maldonado, Presidenta tal órgano, 

con base  en el  texto unificado, señaló: 

 Se sugiere incorporar el siguiente texto:  

Artículo 1.- Objeto.  La presente Ley tiene por objeto garantizar el 

derecho de acceso a la información pública de manera justificada, 

así como establecer sus excepciones a la publicidad y fomentar la 

transparencia activa y pasiva en el marco de la Constitución de la 

República del Ecuador, la ley y de los instrumentos internacionales 

ratificados por el Estado ecuatoriano. 

 Se sugiere incorporar el siguiente texto:  

Art. 2.- Finalidad.  La presente Ley tiene por finalidad garantizar 

que la información pública sea accesible, oportuna, completa, 

fidedigna, para el ejercicio de los derechos ciudadanos 
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contemplados en la Constitución de la República del Ecuador, la ley 

y de los instrumentos internacionales ratificados por el Estado 

Ecuatoriano. 

 Se sugiere incluir la siguiente definición:  

Artículo 4.- Definiciones.  Estado abierto: Es el conjunto de políticas 

públicas, modelos de gestión administrativa, normativa, 

reglamentos y demás ordenamiento jurídico, que garantiza la 

apertura de sus repositorios de datos, el acceso ciudadano a la 

información, la participación social en las distintas fases del ciclo de 

las políticas públicas; la rendición de cuentas; y, en general, el 

control de la gestión pública por parte de la ciudadanía, de la 

información que está en tenencia de los sujetos obligados. 

 Se sugiere agregar los siguientes principios:  

a. Publicidad  

b. Supremacía del interés público  

c. Buena Fe  

d. Gratuidad  

e. Igualdad y no discriminación  

f. Oportunidad  

g. Transparencia  

h. Integridad  

i. Rendición de cuentas  

j. Colaboración e innovación pública y ciudadana 

k. Participación ciudadana 

 En el Artículo 6 se sugiere reemplazar la palabra generada por 

“producida”. 

 En el Artículo 12 se sugiere eliminar el número 9. 

 Se sugiere el reemplazo de la palabra entes en todo el texto por 

sujetos obligados, a fin de guardar concordancia con lo establecido 

en el Artículo 7 del presente Proyecto. 
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 Dentro del Artículo 17 es fundamental acotar que con la 

aprobación del número  16, el Pleno del Consejo de la Judicatura 

deberá difundir y publicar todas sus sesiones, las cuales se podrían 

contradecir con lo relativo a las definiciones de información 

confidencial, reservada y transparencia activa, establecidos en el 

presente Proyecto de Ley, vulnerando, dependiendo del caso, los 

derechos personalísimos y fundamentales determinados en la 

Constitución y en la ley, tanto es así que, durante las sesiones del 

Pleno se tratan temas sancionatorios de servidores judiciales, cuyas 

sanciones administrativas pueden ser revisadas por el órgano 

jurisdiccional, entendiéndose que estas resoluciones 

administrativas no son de última instancia, por lo que se sugiere 

definir el presente número. 

2.24.15 Dentro de la Sesión de Comisión No. 2021-2023-049, Karin 

Jaramillo, Directora Jurídica de la Asociación de Municipalidades 

Ecuatorianas AME, delegada de Franklin Galarza, Presidente de la 

AME, con base en el texto unificado, señaló: 

 Se deben aclarar y desarrollar las dimensiones propias del 

derecho al acceso a la información pública: la individual y la social. 

 Es necesario para la progresividad del derecho al acceso a la 

información pública, tal y como lo dice la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos; tomar en cuenta la equidad territorial, equidad 

de género, la atención prioritaria, la seguridad jurídica, el debido 

proceso y el principio de competencia. 

 Se debe dar atención a que la Ley no dé cabida a solicitudes de 

información desproporcionadas o maliciosas. 

 

2.24.16 Dentro de la sesión de Comisión No. 2021-2023-049, Danilo 

Sylva Pazmiño, Presidente de la Función de Transparencia y Control 

Social, con base en el texto unificado, señaló: 

 Para que la información sea considerada como transparente debe 

ser accesible en tres dimensiones: 

a) Se pueda obtener fácilmente. 

b) Se pueda entender. 

c) Permita la creación de nueva información. 
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 La información pública constituye la regla general, respecto de 

información que es creada, obtenida, controlada, custodiada o 

transformada por las instituciones públicas, sus excepciones son la 

reserva y la confidencialidad. 

 La Constitución de la República del Ecuador, en su Artículo 18, 

número 2, señala en la parte pertinente que no existirá reserva de 

información, excepto en los casos expresamente establecidos en la 

Ley. La palabra “excepto” es fundamental, porque la norma 

constitucional lo que hace es crear un principio, que es la 

publicidad de la información. 

 Es indispensable la armonía normativa, por lo tanto, no se debe 

definir nuevamente aquellos conceptos que ya se encuentran 

desarrollados en otra normativa, con el fin de evitar conflictos en 

términos, a futuro. 

 El “dato personal” se encuentra definido en la Ley Orgánica de 

Protección de Datos Personales. 

 En cuanto a la publicación de la agenda de reuniones de 

autoridades, se debe considerar los costos operacionales carga 

laboral, tipo y calidad de la información que se va a transmitir, así 

como su utilidad, puesto que muchas de las reuniones simplemente 

pueden ser para tratar temas de gestión y operatividad. 

 Dentro del Proyecto se debe mejorar el alcance de las acciones del 

órgano rector, pues si bien se le otorga atribuciones y la facultad de 

realizar gestión oficiosa, no llega a estar claro el alcance y las 

acciones que se tendría, de obtener resultados negativos; de esta 

manera aclarando el rol de la Defensoría del Pueblo. 

 Es indispensable que se establezca un régimen de sanciones y un 

procedimiento, pues de no existir, la o el ciudadano siempre se 

podrá considerar como primera opción la vía constitucional, pero no 

habrá un incentivo para la administración de cumplir con la Ley, al 

impedir a la o al ciudadano el acceso a la información pública.  

2.24.17 Dentro de la Sesión de Comisión No.- 2021-2023-049, César 

Córdova Valverde, Defensor del Pueblo, con base  en el  texto 

unificado, señaló: 

 Respecto al Artículo 4 del Proyecto de Ley, en relación con las 

definiciones, consideramos que se deben alinear a las definiciones 
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establecidas en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos y la Ley Modelo 2.0 de la OEA, en especial en lo 

concerniente a información reservada e información confidencial. 

 En los artículos 11 y 12, considerar que la Corte Constitucional a 

través de la Sentencia No. 003-12-SAN-CC textualmente establece 

que: 

 “si bien es cierto, el numeral segundo del referido artículo 

215 prescribe que es potestad de la Defensoría del Pueblo 

emitir medidas de cumplimiento obligatorio, ello no implica 

que estas automáticamente adquieran calidad jurisdiccional, 

sino que ante el incumplimiento por parte del requerido, a la 

Defensoría del Pueblo le compete solicitar sanción a las 

autoridades judiciales, que es a quienes corresponderá 

determinar si se ha producido tal incumplimiento o no, y 

determinar las medidas reparatorias que fueren del caso”. En 

este sentido las atribuciones y competencias de la Defensoría 

del Pueblo deben centrarse en la promoción y vigilancia del 

derecho humano al acceso a la información pública, mientras 

que las facultades sancionadoras deben corresponder a otra 

entidad que sí tenga esta facultad como la Contraloría 

General del Estado o las Superintendencias. 

 En el Artículo 13, establecer específicamente las causales de 

clasificación de información reservada acorde con los parámetros 

establecidos en el Artículo 13.2 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos. 

 En el Artículo 15, incorporar un proceso de clasificación de 

información que no deje a criterio de los sujetos obligados la 

limitación al derecho de acceso a la información pública; 

considerando que, respecto a la información confidencial, ya se 

cuenta con un proceso de tratamiento de esta información en la 

recientemente aprobada Ley Orgánica de Protección de Datos 

Personales. 

 Ampliar las obligaciones del Estado en cuanto a transparencia 

activa, considerando sus obligaciones respecto a información que 

deben producir las entidades con la finalidad de informar a la 

ciudadanía las políticas públicas aplicadas respecto a las 

problemáticas relacionadas con derechos humanos. 
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 En el Artículo 27, incorporar las obligaciones del Estado en 

cuanto a calidad de la información, considerando sus obligaciones 

respecto a Gobierno Abierto y las políticas que deben implementarse 

en virtud de dichas obligaciones. 

 En el Capítulo III, considerar lo establecido en la Ley Modelo 2.0, 

por cuanto establece ciertos parámetros para entrega de 

información, entre estas que las personas puedan contar con una 

persona responsable de asistir, guiar y ayudar a las personas que 

solicitan información de forma pasiva. 

 En el Artículo 39, considerar que, las sanciones deben ser 

ejecutadas por un órgano que posea las facultades para hacerlo. En 

este sentido establecer lineamientos y parámetros claros para las 

sanciones, toda vez que para su efectividad dichos lineamientos 

deben estar establecidos por Ley. 

2.25.- Dentro del cronograma relacionado con el tratamiento de los 

proyectos sobre transparencia y derecho al acceso a la información pública 

se realizaron cuatro reuniones entre los asesores de los comisionados y la 

asesora Erika Cadena, correspondiente a la Comisión, con la finalidad de 

que se analice y discuta la Propuesta de texto por unificarse, el cual fue 

remitido mediante correo electrónico institucional de 17 de octubre de 

2021, para ser debatido por la Comisión. 

2.26.- Dentro de la Sesión de Comisión No.- 2021-2023-046, en relación  

con el  tratamiento de los Proyectos de Ley relacionados con la 

transparencia y acceso a la información pública y su unificación, en 

referencia al texto propuesto se señaló: 

 El asambleísta Ferdinan Álvarez propone que en el Artículo 27 

referente a la calidad de la información, en el número 6 se sustituya 

la palabra “excluye” por la palabra “impide”; en cuanto al Artículo 

30 señala que se revise la sintaxis del artículo. 

 El asambleísta Ricardo Chávez propone que en el Artículo 30 

referente a la entrega de información, se deje a salvo los costos 

administrativos que estén determinados en las ordenanzas 

municipales respectivas. 

2.27.- Mediante Memorando Nro. AN-CVJR-2022-0002-M de 12 de 

enero de 2022, el asambleísta Ricardo Chávez remite a la Comisión sus 

observaciones sobre  el Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y 
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Acceso a la Información Pública, dentro de las cuales, se encuentran las 

siguientes: 

 Art. 4 numeral 1.- En la línea tercera des pues de la palabra 

responsabilidad, agregar la palabra: Y CUSTODIO.  

Antes: Artículo 4. Definiciones. - Para la aplicación de la presente ley, 

se tomarán en cuenta las siguientes definiciones:  

1. Información Pública: Es todo documento en cualquier formato, que 

se encuentre en poder de los sujetos obligados por esta ley, 

contenidos, creados u obtenidos por ellos, que se encuentren bajo 

su responsabilidad o se hayan producido con recursos del Estado.  

Propuesta: Información Pública: Es todo documento en cualquier 

formato, que se encuentre en poder de los sujetos obligados por 

esta ley, contenidos, creados u obtenidos por ellos, que se 

encuentren bajo su responsabilidad y custodio o que se hayan 

producido con recursos del Estado.  

 Art. 4 numeral 2.-En la segunda línea cambiar la palabra contiene por 

contenga.  

Antes: 2.Información Reservada: Es el documento en cualquier 

formato que contiene información que requiere limitación en su 

conocimiento y distribución, por existir un riesgo claro, probable y 

específico de daño a intereses públicos conforme a los requisitos 

contemplados en esta Ley.  

Propuesta: 2. Información Reservada: Es el documento en cualquier 

formato que contenga información que requiere limitación en su 

conocimiento y distribución, por existir un riesgo claro, probable y 

específico de daño a intereses públicos conforme a los requisitos 

contemplados en esta Ley. 

 Art. 4 numeral 6.-Agregar la siguiente frase, al final luego de la 

palabra obligados, dará lugar a la sanción conforme a las 

disposiciones de esta ley y el reglamento que se dicte para el efecto.  

Antes: 6. Denegación de Información: Es la falta de respuesta de una 

solicitud de acceso a la información pública en el plazo señalado por la 

ley, el rechazo expreso a la solicitud o la respuesta inexacta o falsa 

entregada por los sujetos obligados.  
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Propuesta: 6. Denegación de Información: Es la falta de respuesta de 

una solicitud de acceso a la información pública en el plazo señalado 

por la ley, el rechazo expreso a la solicitud o la respuesta inexacta o 

falsa entregada por los sujetos obligados, dará lugar a la sanción 

conforme a las disposiciones de esta ley y el reglamento que se dicte 

para el efecto.  

 Art. 5. Incorporar un literal más (h) Celeridad. - El responsable de la 

entidad a quien se solicite la información debe disponer su despacho 

con celeridad, como una justicia expedita que no debe contener 

dilaciones indebidas, ya que es un derecho fundamental, trayendo 

como consecuencia la obligación de actuar en un plazo determinado 

razonable, que no haya que sacrificar a la justicia, por no haber 

cumplido estos plazos que determina la ley.  

 Art. 8.- En la segunda línea cambiar de por al. 

Antes: Art. 8.- Obligaciones. - Los sujetos obligados deberán 

promocionar el derecho de acceso a la información pública, 

transparentar la información pública, permitir su acceso y proteger los 

datos reservados, confidenciales y personales que estén bajo su poder; 

y para ello deberán cumplir con todas las obligaciones y 

procedimientos establecidos en la presente ley.  

Propuesta: Art. 8.- Obligaciones. - Los sujetos obligados deberán 

promocionar el derecho al acceso a la información pública, 

transparentar la información pública, permitir su acceso y proteger los 

datos reservados, confidenciales y personales que estén bajo su poder; 

y para ello deberán cumplir con todas las obligaciones y 

procedimientos establecidos en la presente ley.  

 Art. 12 numeral 4.- Agregar la palabra “e interponer” después de la 

palabra propia.  

Antes: 4. Promover o patrocinar a solicitud de cualquier persona 

natural o jurídica o por iniciativa propia, acciones constitucionales de 

acceso a la información pública, cuando un pedido de información no 

ha sido oportunamente respondido, la información ha sido negada o se 

considere que la información entregada es incompleta o contiene 

información falsa; 

Propuesta: 4. Promover o patrocinar a solicitud de cualquier persona 

natural o jurídica o por iniciativa propia, e interponer acciones 

constitucionales de acceso a la información pública, cuando un pedido 
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de información no ha sido oportunamente respondido, la información 

ha sido negada o se considere que la información entregada es 

incompleta o contiene información falsa;  

 Art.-17.- En la tercera línea después de un portal aumentar la palabra 

informático web. 

Antes: Artículo 17. Transparencia activa. - Todos los organismos, 

dependencias y personas jurídicas señaladas en la presente ley, 

difundirán a través de un portal de información o a través de los 

medios que dispongan la siguiente información mínima actualizada 

mensualmente, que, para efectos de esta ley, se la considera de 

naturaleza obligatoria:  

Propuesta: Artículo 17. Transparencia activa. - Todos los organismos, 

dependencias y personas jurídicas señaladas en la presente ley, 

difundirán a través de un portal informático web de información o a 

través de los medios que dispongan la siguiente información mínima 

actualizada mensualmente, que, para efectos de esta ley, se la 

considera de naturaleza obligatoria.  

 Art. 22.-En la tercera línea de la palabra personas agregar los 

siguiente: a través del portal informático web u otro medio digital que 

posea. Seguidamente de la palabra actas, agregar de las comisiones.  

Antes: Artículo 22. Gobiernos Autónomos Descentralizados. - Además 

de la información señalada en esta ley, los organismos seccionales, 

informarán oportunamente a las personas de las resoluciones que 

adopten, mediante la publicación de las actas de las respectivas 

sesiones de estos cuerpos colegiados, así como sus planes de 

desarrollo local.  

Propuesta: Artículo 22. Gobiernos Autónomos Descentralizados. - 

Además de la información señalada en esta ley, los organismos 

seccionales, informarán oportunamente a las personas a través del 

portal informático web u otro medio digital que posea, de las 

resoluciones que adopten, mediante la publicación de las actas de las 

respectivas sesiones de las comisiones y de estos cuerpos colegiados, 

así como sus planes de desarrollo local.  

 Art. 29.- En la última línea del articulado incorporar con punto 

seguido la siguiente frase. Costo que será asumido de ser el caso por 

el peticionario.  
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Antes: Artículo 29. Entrega de la información. - Los sujetos obligados 

deberán propiciar la entrega de la información solicitada en formatos 

digitales, salvo que, quien solicite, haya requerido expresamente su 

entrega en un formato físico; en tal caso, el costo razonable de la 

reproducción no podrá exceder el valor del material en el que se 

reprodujo la información solicitada.  

Propuesta: Artículo 29. Entrega de la información. - Los sujetos 

obligados deberán propiciar la entrega de la información solicitada en 

formatos digitales, salvo que, quien solicite, haya requerido 

expresamente su entrega en un formato físico; en tal caso, el costo 

razonable de la reproducción no podrá exceder el valor del material en 

el que se reprodujo la información solicitada. Costo que será asumido 

de ser el caso por el peticionario.  

 Art. 30.-Insertar en la última línea la frase, no podrá exceder de 30 

días, conforme expresa la ley existente en la materia.  

Antes: Artículo 30. Plazo. - Toda solicitud de acceso a la información 

pública deberá ser respondida en el plazo de diez días, que puede 

prorrogarse por cinco días más, y por causas debidamente justificadas 

e informadas a la persona solicitante.  

Propuesta: Artículo 30. Plazo. - Toda solicitud de acceso a la 

información pública deberá ser respondida en el plazo de diez días, 

que puede prorrogarse por cinco días más, y por causas debidamente 

justificadas e informadas a la persona solicitante, no podrá exceder de 

30 días conforme expresa la ley existente en la materia.  

 DISPOSICIÓN GENERAL TERCERA. - Al final Agregar un inciso que 

diga: Para cumplimiento de lo cual deben, mejorar o implementar el 

Archivo donde se almacene y se custodie la información generada, 

para el libre acceso a la información.  

Antes: Tercera. - Los organismos, dependencias y/o personas jurídicas 

obligadas, tendrán un plazo de 90 días a partir de la publicación de 

esta ley en el Registro Oficial con base a sus competencias 

constitucionales y legales implementar programas de difusión, 

capacitación y fortalecimiento a sus servidores/as de esta ley.  

Propuesta: Tercera. - Los organismos, dependencias y/o personas 

jurídicas obligadas, tendrán un plazo de 90 días a partir de la 

publicación de esta ley en el Registro Oficial con base a sus 

competencias constitucionales y legales implementar programas de 
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difusión, capacitación y fortalecimiento a sus servidores/as de esta 

ley. Para cumplimiento de lo cual deben, mejorar o implementar el 

Archivo donde se almacene y se custodie la información generada, 

para el libre acceso a la información. 

 En la disposición derogatoria Primera propuesto en esta nueva ley. -Se 

sugiere agregar el texto, a excepción de los Arts. 22 y 23.  

Disposiciones Derogatoria Primera. - Deróguese la Ley Orgánica de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicada en el 

Suplemento del Registro Oficial No. 337 de 18 de mayo del año 2004 y 

su reglamento general publicado expedido mediante decreto ejecutivo 

No. 2471, publicado en el Registro Oficial No. 507 de 19 de enero de 

2005, a excepción de los Arts. 22 y 23, los mismos que serán 

incorporados al nuevo texto como un título más.  

Propuesta: En virtud de que en el presente proyecto, no se encuentra 

el régimen sancionatorio, que obligue a los funcionarios a cumplir con 

esta ley. 

2.28.- Mediante correo electrónico institucional de 12 de enero de 2022, la 

asambleísta Nathalie Viteri, remite a la Comisión sus observaciones sobre 

 el Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, dentro de las cuales, se encuentran las siguientes: 

 No se entiende la frase “y el derecho humano que representa” ¿cuál es 

ese derecho humano?, se sugiere eliminar dicha frase y se propone el 

siguiente artículo: 

“Artículo 1. Objeto. -  La presente ley tiene por objeto garantizar y 

regular el derecho de acceso a la información pública en cumplimiento 

de la Constitución de la República del Ecuador, la ley; y, de los 

instrumentos internacionales ratificados por el Estado Ecuatoriano. 

 Al definir un principio, éste debe ser redactado como una proposición 

firme y afirmativa no dubitativa, ya que la ley: “Manda, prohíbe o 

permite”, como ocurre en la redacción del mismo artículo en la letra b) 

donde se establece que el principio de Supremacía del interés público 

supone que la información divulgada debe resultar relevante (…). 

Por su parte, en relación a la letra e) relacionada al principio “Igualdad 

y No Discriminación” se sugiere sea redactado en afirmativo como toda 

la ley para mayor claridad del articulado. 
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Por las consideraciones expuestas, se sugiere reformar el Art. 5 letras 

a) y e) del presente proyecto de la siguiente manera: 

“a) Máxima Publicidad. – la información en manos de los sujetos 

obligados debe ser completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro y 

preciso régimen de excepciones que deberán estar definidas por ley y 

ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad 

democrática. 

“e) Igualdad y No Discriminación. – Constituye el trato idéntico al 

acceso a la información para todas las personas sin que medio ningún 

tipo de reparo por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 

opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 

Finalmente, como una sugerencia estrictamente de forma, se sugiere 

revisar en las reglas de la RAE y del Manual de Técnica Legislativa 

para confirmar si después de punto y coma van mayúsculas para 

armonizar la redacción de todo el proyecto. 

 Por técnica legislativa no es aconsejable repetir una misma frase en un 

artículo, por tal razón se pone en consideración de la Comisión el 

siguiente artículo:  

“Art. 8.- Obligaciones.- Los sujetos obligados deberán transparentar y 

promocionar el derecho de acceso a la información pública, permitir 

su acceso y proteger los datos reservados, confidenciales y personales 

que estén bajo su poder en cumplimiento de las obligaciones y 

procedimientos establecidos en la presente ley.” 

 Hay que tomar en cuenta que la información no es únicamente 

documental sino también “digital” por tal razón se sugiere referirse 

únicamente a “información de forma general” sin hacer distinciones. 

Por tal razón, se sugiere la siguiente redacción: 

“Quienes administren, manejen o archiven información pública al 

igual que la autoridad máxima de esta dependencia serán personal y 

solidariamente responsables, respectivamente, por sus acciones u 

omisiones, en la ocultación, alteración, pérdida y/o desmembración de 

información pública, debiendo responder por las consecuencias civiles, 

administrativas o penales a que hubiere lugar. 
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La información original deberá permanecer en las dependencias a las 

que pertenezcan hasta su transferencia a los archivos generales o al 

archivo nacional.” 

 Sería mejor establecer un tiempo para publicar esa información. 

Podría ser un periodo entre T1 (tiempo de emisión) y T2 (tiempo 

máximo de publicación) se sugiere que la periodicidad sea mensual 

como en los demás casos, según el artículo 17 de la propuesta.  El 

artículo que se propone es el siguiente: 

“Artículo   22.  Gobiernos   Autónomos   Descentralizados. -   Además   

de   la información señalada en esta ley, los organismos seccionales, 

mensualmente, informarán a las personas de las resoluciones que 

adopten, mediante la publicación   de las actas de las respectivas 

sesiones de estos cuerpos colegiados, así como sus planes de 

desarrollo local.” 

 El artículo 11 implicaría que la Defensoría del Pueblo reciba más 

recursos para ejercer la rectoría. En este sentido, la Corte 

Constitucional en sentencia 18-21-CN/21 llamó la atención de la 

Asamblea para que emitan leyes con sustento económico, para 

subsanar este problema, se considera agregar en el artículo la frase: 

“en función a su presupuesto”, de la siguiente manera: 

“Artículo 11. Defensoría del Pueblo. - La Defensoría del Pueblo es el 

órgano rector en materia de transparencia y acceso a la información 

pública, encargado, en función de su presupuesto, de la promoción y 

vigilancia de las garantías establecidas en esta ley y su reglamento, sin 

perjuicio de las facultades que les confiere su propia legislación o de la 

obligación que las leyes asignan a otras instituciones públicas de 

entregar información. 

 Respecto a la rectoría de la Defensoría del Pueblo, es importante tener 

en cuenta el aspecto presupuestario. La rectoría implica la entrega de 

recursos al rector para el ejercicio de sus funciones, porque necesitará 

más personal, activos, bienes y demás, la única alternativa es que 

estas atribuciones las realice en función de su presupuesto y 

únicamente agregarle las atribuciones estrictamente necesarias, al 

parecer las expuestas en este proyecto son demasiadas. 

 Sería oportuno especificar en el numeral 2 que, la conmoción nacional 

debe ser declarada dentro de un estado de excepción, de lo contrario, 

podría constituirse conmoción nacional solo para lograr fines de 
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reserva de información, restando inconsistencia al ordenamiento 

jurídico en la medida que el hecho de una conmoción nacional grave 

es una de las causas para declarar estado de excepción. 

El numeral 2 lo redactaría de la siguiente manera:  

“2.  Información en el ámbito de la inteligencia, específicamente los 

planes, operaciones e informes de inteligencia y contrainteligencia 

militar, siempre que existiera conmoción nacional, declarado mediante 

estado de excepción por esa causa conforme a la Constitución de la 

República” 

 Debería incluirse que el período de reserva interrumpe la prescripción 

para ejercer el derecho de acción dentro de casos cuya investigación o 

decisión pueda condicionarse por el impedimento de acceso a una 

cierta información.  

Se propone el siguiente artículo: 

“Artículo.   14.  Período de   reserva   de la   información.  -  La   

información clasificada previamente como reservada permanecerá con 

tal carácter hasta un período de diez años desde su clasificación. 

El período   de reserva podrá ser ampliado, sin superar los quince   

años, siempre y cuando permanezcan y se justifiquen las causas que 

dieron origen a su clasificación, mediante acto o resolución motivada. 

La información reservada que se haga pública antes del vencimiento 

del plazo de la reserva o de manera distinta a la prevista en el inciso 

anterior, podrá ocasionar responsabilidad civil, administrativa y/o 

penal según los casos, de la persona que por su función haya 

vulnerado la reserva. 

La clasificación de reserva deberá efectuarse de manera anterior a la 

solicitud de acceso a la información pública. La declaración de reserva 

de la información interrumpe la prescripción y/o caducidad de 

acciones y procesos dentro de los cuales la información reservada sea 

trascendente para la decisión de la controversia o resolución del 

procedimiento” 

 La facultad de clasificación de la información debe expresamente 

atribuirse solo a ciertos órganos, por ejemplo, aquellos competentes en 

materia de seguridad nacional. De la forma que se encuentra 
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redactado el artículo, podría aplicarse por cualquier entidad. Se 

sugiere que este artículo se redacte de la siguiente manera:   

“Artículo 15.  Clasificación de la información. Es el procedimiento 

mediante el cual, el Presidente de la República del Ecuador o la 

máxima autoridad de los órganos competentes en materia de 

seguridad nacional interna y externa, motivadamente, determinan que 

la información en su poder corresponde a alguna de las condiciones 

establecidas en la presente ley. 

La información reservada prevista en otras leyes deberá estar de 

acuerdo con las bases, principios y disposiciones establecidos en la 

Constitución de la República del Ecuador, los instrumentos 

internacionales ratificados por el Estado ecuatoriano y en esta ley.”. 

2.29.- Mediante correo electrónico institucional de 13 de enero de 2022, 

se convoca a los comisionados a la sesión de Comisión Nro. 2021-2023-

053, en modalidad virtual, a través de la plataforma de video conferencia 

Zoom, con el objeto de tratar el siguiente orden del día: 

1.     Conocimiento, discusión y aprobación del Informe para Primer 

Debate del “Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública”. 

2.30.- Mediante Memorandos Nro. AN-MTRB-2022-0003-M y S/N de 14 

de enero de 2022, los asambleístas Rosa Mayorga y Humberto Alvarado, 

respectivamente, remiten a la Comisión sus observaciones sobre el 

Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, dentro de las cuales, se encuentran las siguientes: 

 En el artículo 5, referente a los principios, en los literales g, h, i y j, 

desarrollarlo como principio jurídico es decir la relación razonada el 

elemento determinante como abstracto de interpretación normativa. 

 En el artículo 8, en el literal a) se sugiere modificar el literal 

incluyendo el artículo 313 además del artículo 225 de la Constitución 

de la República del Ecuador, considerando a las empresas públicas 

que se constituyen para la gestión de sectores estratégicos, la 

prestación de servicios públicos, así como entidades de derecho 

comunitario como juntas administradoras de agua potable, juntas 

administradoras de riego.  

 En el artículo 10, primer párrafo, se sugiere modificar la palabra 

“consecuencias” por la palabra “responsabilidades”.  
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 En el artículo 13, referente a las atribuciones, en el numeral 2, señala 

lo respecto a los sujetos obligados en el artículo 7, cuando debe ser el 

artículo 8.  

 En el artículo 13, en el numeral 8, consta “Defensoría del Pueblo ante 

el Pleno no de la Asamblea Nacional”, se sugiere eliminar la palabra 

“no”.  

 En el artículo 18, respecto a la transparencia activa, en el numeral 6, 

al final se encuentra incompleta la palabra “presupuesta” 

modificándose por “presupuestaria”.  

 En el artículo 19, sobre el Ministerio de Finanzas, se encuentra 

incompleto el artículo al cual se hace alusión, siendo el artículo 18 el 

que desarrolla la transparencia activa.  

 En el artículo 20, referente al Ministerio de Energía y Recursos 

Naturales no Renovables, señala lo referente al artículo 17, cuando el 

artículo correcto es el 18.  

 En el artículo 22, referente a la Función de Transparencia y Control 

Social, eliminar el artículo “la” y el artículo “las”, puesto que por 

técnica legislativa no es necesario anteponerlos al momento de 

enumerar a las instituciones públicas simplemente debería decir El 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, Defensoría del 

Pueblo, Contraloría General del Estado, Superintendencias.  

 En el artículo 24 referente al Banco Central, se utiliza el término 

“transparencia activa”, en su redacción lo cual puede causar 

ambigüedad al momento de aplicar la normar. Si se pretende 

incorporarlo debería de definírselo o debatir su incorporación en el 

artículo 5 de este proyecto como un principio que tendría la norma. En 

el artículo 25, referente a la Asamblea Nacional, en el numeral 2) se 

sugiere la siguiente redacción: 2. La Asamblea Nacional publicará un 

listado completo y actualizado de proyectos de los distintos proyectos 

de ley que se encuentran tramitando, en este se incluirán el nombre 

del proponente o proponentes, la fecha de presentación, la fecha de 

calificación del Proyecto por parte del Consejo de Administración 

Legislativa y el nombre de la Comisión Especializada Permanente u 

Ocasional a la que fue enviado; En el artículo 28 referente a la calidad 

de la Información, en el numeral 1, después de la palabra “público” 

eliminar la palabra “objetivo”.  
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 En el artículo 29, referente a la solicitud y contenido, en el numeral 4. 

Se sugiere un cambio de redacción: 4. El solicitante deberá especificar 

en su petición, el tipo de formato físico o digital, en el que desea que se 

le haga la entrega de la información solicitada.  

 En el artículo 33, referente a la Denegación de la Información, se 

sugiere un cambio en su redacción:  

Artículo 32. Denegación de la información. - La denegación de acceso 

a la información o la falta de contestación a la solicitud por parte de 

los sujetos obligados en disposición a la presente ley, dará lugar a la 

gestión oficiosa, permitiendo a su peticionario hacer usos de las 

acciones constitucionales y legales de las cuales se crea asistido a fin 

de ejercer y garantizar el cumplimiento de sus derechos; sin perjuicio 

de las responsabilidades a las que hubiere lugar.  

 En el artículo 34, referente a la entrega parcial se sugiera eliminar la 

frase “Al efecto deberá hacerse una versión pública que mantenga la 

reserva únicamente sobre la parte correspondiente”. Por cuanto esta 

sería redundante y queda sobreentendida en el primer párrafo de la 

redacción.  

 En el artículo 38, referente al procedimiento, en su cuarto párrafo 

después de la palabra “final” eliminar las palabras “de gestión 

oficiosa”, por cuanto al inicio del párrafo ya se indica el tipo de acción 

e informe que se realizará.  

 Existen dos artículos 38 uno que hace referencia al Procedimiento y 

otro artículo 38 referente a Sanciones administrativas por lo que se 

sugiere realizar un cambio en su numeración.  

 En el artículo 38, referente a las Sanciones Administrativas se sugiere 

eliminar el número del artículo 76 y simplemente colocar de la 

Constitución de la República del Ecuador.  

 En la Disposición General Tercera se sugiere un cambio en su 

redacción: Tercera. - Las instituciones públicas, organismos, 

dependencias o personas jurídicas obligadas a cumplir con esta ley, 

tendrán un plazo de (90) días contados a partir de la publicación de 

esta norma en el Registro Oficial, a fin de que en base a sus 

competencias constitucionales y legales, implementen programas de 

difusión, capacitación y fortalecimiento en sus funcionarios o 

colaboradores. En el mismo plazo se incorporará un Archivo, el mismo 

que contendrá, custodiará y entregará la información generada. 
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2.31.- Mediante Memorando Nro. AN-UFR-2022-0006-M de 14 de enero 

de 2022, el asambleísta Ricardo Ulcuango remite a la Comisión sus 

observaciones sobre el Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, dentro de las cuales, señala las 

siguientes: 

 Artículo 8.- Sujetos obligados. Los organismos y entidades obligadas 

son: (…)  

d ) Las organizaciones sociales sin fines de lucro, aunque tengan el 

carácter de privadas, cuando se encuentren encargadas de la provisión, 

prestación o administración de bienes o servicios públicos, en los 

términos manifestados en esta ley.  

Se modifique por el siguiente texto: e) Las corporaciones, fundaciones y 

organismos no gubernamentales (ONGs) aunque tengan el carácter de 

privadas y sean encargadas de la provisión o administración de bienes o 

servicios públicos, que mantengan convenios, contratos o cualquier 

forma contractual con instituciones públicas y/u organismos 

internacionales, siempre y cuando la finalidad de su función sea pública;  

 Artículo 28. Solicitud y Contenido. - La solicitud de información 

puede ser presentada por medio físico o electrónico y deberá contener lo 

siguiente: (…) 4.- Formato físico o digital en el que la o el solicitante 

desea que se entregue la información.  

Se agregue el siguiente texto al inicio de referido numeral: Determinación 

del, de tal forma que el texto final quede de la siguiente forma: 4.- 

Determinación del Formato físico o digital en el que la o el solicitante 

desea que se entregue la información.  

 Artículo 39.- Responsabilidad de los sujetos obligados de derecho 

privado. Previo al debido proceso, los o las representantes legales de las 

personas jurídicas de derecho privado o demás sujetos obligados que no 

se sujeten al régimen sancionatorio de la Ley Orgánica de Servicio 

Público, que incumplan con la transparencia activa y pasiva, serán 

sancionadas con la suspensión del Registro Único de Proveedores 

mientras dure el incumplimiento, sin perjuicio de las responsabilidades 

civiles o penales a que haya lugar. 

Las organizaciones sociales sin fines de lucro que manejen recursos 

públicos, que incumplan la presente Ley, se verán inhabilitadas para 

participar conjuntamente con el Estado ejecución proyectos, mientras 

dure el incumplimiento.  
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Se modifique el segundo párrafo por el siguiente texto: Las corporaciones, 

fundaciones y organismos no gubernamentales (ONGs) aunque tengan el 

carácter de privadas y sean encargadas de la provisión o administración 

de bienes o servicios públicos, que mantengan convenios, contratos o 

cualquier forma contractual, que manejen recursos públicos, que 

incumplan la presente Ley, se verán inhabilitadas para participar 

conjuntamente con el Estado ejecución proyectos, mientras dure el 

incumplimiento.  

 Se elimine le disposición transitoria sexta que consta del siguiente 

texto: Sexta. - Inclúyase como segundo inciso en el Artículo 34 de la Ley 

Orgánica de Participación Ciudadana, el siguiente párrafo: "Se verán 

inhabilitadas las organizaciones sociales que se encuentren 

incumpliendo con la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a 

Información Pública." 

2.32.- Dentro de la sesión de Comisión Nro. 2021-2023-053 de 14 de 

enero de 2022, los comisionados señalan que han presentado 

observaciones, previamente por escrito, a la Comisión. 

2.33.- Dentro de la sesión Nro. 2021-2023-053, y mediante Memorando 

Nro. AN-MGLK-2022-0011-M de 14 de enero de 2022, la asambleísta 

Katiuska Miranda Giler señala sus observaciones sobre el Proyecto de 

Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, dentro 

de las cuales, se determina lo siguiente: 

 Primero: sobre el título de la Ley. El título de la ley debe permitir la 

identificación de su objeto de forma precisa, diferenciada y completa, y 

de conformidad al proyecto, este es: La presente Ley tiene por objeto 

garantizar y regular el derecho de acceso a la información pública en 

cumplimiento a la Constitución de la República del Ecuador y el 

derecho humano que representa en disposición a los instrumentos 

internacionales aprobados y ratificados por el Estado ecuatoriano. Por 

virtud de ello, propongo que el título de la Ley, sea de forma sencilla: 

Ley Orgánica de Acceso a la Información Pública.  

 Segundo: sobre la finalidad (Art. 2). Si se determinan obligaciones 

frente al derecho al acceso a la información como: protección, respeto, 

y garantía, se debería estimar la “promoción”. Sin perjuicio de ello, se 

debe valorar qué se busca con garantizar el derecho al acceso a la 

información pública: Cumplir con la Constitución del Ecuador, y las 

convenciones internacionales; permitir el control social, garantizar la 
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protección de la información personal en poder del sector público, 

facilitar la participación ciudadana en la toma de decisiones.  

 Tercero: sobre el derecho al acceso a la información pública (Art.7). Es 

necesario determinar quién tiene derecho a solicitar el acceso a la 

información para ello: “Cualquier persona, de forma individual o 

representando a una colectividad o cualquier grupo de personas, 

comunidad, pueblo o nacionalidad podrá solicitar el acceso a la 

información pública”. No siendo necesario evidenciar un interés 

directo ni una afectación personal, excepto en casos especiales. Al 

amparo del artículo 13 de la Concepción Americana sobre Derechos 

Humanos: Libertar de Pensamiento y Expresión. 1. Toda persona tiene 

derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho 

comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 

ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, 

por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 

procedimiento de su elección.  

 Cuarto: sobre la custodia de la información (Art. 10). Es necesario 

dividir en varios incisos el párrafo, para mayor claridad. 

 Quinto: sobre las definiciones. En las definiciones se contempla, 

información reservada y también confidencial, pero sobre la 

confidencial no existe mayor regulación. Inclusive se esgrime que la 

información pública, reservada o confidencial son “documentos, es 

decir, existiría un sentido más amplio que, incluiría información 

obrante en bases de datos que pueda obtenerse con tratamientos 

sencillos. En dicha definición, además es necesario dejar claro que es 

cualquier información o documentación, final o preparatoria, y referir 

el derecho a cualquier información o documentación en poder de los 

sujetos obligados, haya sido o no generada por estos.  

 Sexto: sobre la información reservada. Hay que determinar que la 

información reservada, es “excepcional”.  

 Séptimo: sobre la transparencia activa (art. 18). Se debería publicar 

un detalle de la contratación pública, sin perjuicio del portal del 

Sercop. Además, obligar que la información este en formatos que 

permitan su fácil localización y, en su caso, su posterior tratamiento.  

 Octavo. Transitorio. Es preciso obligar a las autoridad pública, a dotar 

al derecho de acceso a la información de eficacia, y para ello, se deberá 

contar como una buena regulación y práctica de la gestión 
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documental, sobre todo los GAD, debiendo además crear guías 

ciudadanas que hagan accesible a los ciudadanos el entendimiento de 

alcance del derecho y su ejercicio, unidos al auxilio personal a quien lo 

requiera, o la llevanza y publicidad electrónica de registros de 

documentos que permitan búsquedas con criterios sencillos.  

 Noveno. Fomentar el uso de las nuevas tecnologías. Así como que, se 

creen espacios accesibles y seguros en línea.  

 Finalmente, sugiero considerar la Declaración de Gobierno Abierto a la 

que se encuentra adherido el Ecuador, para hacer concordantes los 

compromisos de esta alianza internacional con las reformas 

planteadas. 

2.34.- Mediante correo electrónico institucional de X de enero de 2022, 

se convoca a los comisionados a la continuación de la sesión de Comisión 

Nro. 2021-2023-053, en modalidad virtual, a través de la plataforma de 

video conferencia Zoom, con el objeto de tratar el siguiente orden del día: 

1.     Conocimiento, discusión y aprobación del Informe para Primer 

Debate del “Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública”. 

2.35.- Mediante Memorando Nro. XXX de 19 de enero de 2022, la 

asambleísta Nathalie Viteri, presenta la moción para que se someta a 

votación el mencionado informe, incluyendo todas las observaciones 

propuestas por las y los legisladores, con la finalidad de continuar con el 

trámite legislativo de formación de la Ley. 

3. BASE LEGAL PARA EL TRATAMIENTO DEL PROYECTO DE LEY 

 
La Constitución de la República del Ecuador, sobre el ejercicio de los 

derechos, establece: 
 

“Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes 
principios: 
 
(…) 4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los 
derechos ni de las garantías constitucionales.” 

 
En cuanto al derecho a la seguridad jurídica, deberes y 

responsabilidades de los ecuatorianos y principio de legalidad la 

Constitución de la República del Ecuador, establece: 
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“Art. 82.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto 

a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autoridades competentes.” 

 

“Art. 226.- Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, 
las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud 
de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán 
el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y 

hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución.” 

 
En referencia a la Asamblea Nacional, la Constitución de la República 

del Ecuador, prescribe: 

 
“Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y 

deberes, además de las que determine la ley: 
 
(…) 6. Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas 
con carácter generalmente obligatorio. (…) ” 
 

“Art. 125.- Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Asamblea 
Nacional integrará comisiones especializadas permanentes, en las que 
participarán todos sus miembros. La ley determinará el número, 
conformación y competencias de cada una de ellas.” 

 

“Art. 126.- Para el cumplimiento de sus labores la Asamblea Nacional se 
regirá por la ley correspondiente y su reglamento interno. (…) ” 
 
“Art. 137.- El proyecto de ley será sometido a dos debates. La 

Presidenta o Presidente de la Asamblea Nacional, dentro de los plazos 
que establezca la ley, ordenará que se distribuya el proyecto a los 
miembros de la Asamblea y se difunda públicamente su extracto, y 

enviará el proyecto a la comisión que corresponda, que iniciará su 
respectivo conocimiento y trámite. 
 
Las ciudadanas y los ciudadanos que tengan interés en la aprobación 
del proyecto de ley, o que consideren que sus derechos puedan ser 
afectados por su expedición, podrán acudir ante la comisión y exponer 
sus argumentos. (…) ” 
 
La Ley Orgánica de la Función Legislativa dispone: 

 
“Art. 9.- Funciones y Atribuciones.- La Asamblea Nacional cumplirá las 
atribuciones previstas en la Constitución de la República, la Ley y las 
siguientes: 
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(...) 6. Expedir, codificar, reformar y derogar las leyes, e interpretarlas 

con carácter generalmente obligatorio, con el voto favorable de la 
mayoría absoluta de sus integrantes y de conformidad con esta Ley; (…) 
” 
 
“Art. 6.- Órganos.- Son órganos de la Asamblea Nacional: 
 
(…) 4. Las Comisiones Especializadas; (…) ” 
 

“Art. 26.- Funciones de las comisiones especializadas permanentes. - 
Son funciones de las comisiones especializadas permanentes, de 
acuerdo con el ámbito de sus competencias, las siguientes: 
 
(…) 2. Discutir, elaborar y aprobar con el voto favorable de la mayoría 
absoluta, los informes de los proyectos de ley, previo a ser sometidos a 
conocimiento y aprobación del Pleno de la Asamblea Nacional; podrán, 

además, reformarlos, ampliarlos, simplificarlos o cambiar la categoría 
de las leyes, conforme el análisis realizado; 
 

 
(…) Las comisiones adoptarán sus decisiones con el voto favorable de la 
mayoría absoluta de sus integrantes. En caso de empate, la Presidenta 
o el Presidente de la comisión especializada tendrá voto 
dirimente. (…) ” 
 

Sobre el tratamiento de los proyectos de ley, la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa prevé: 

 
“Art. 57.- Tratamiento del proyecto de ley. - Recibido el proyecto de ley 
calificado por el Consejo de Administración Legislativa, la Presidenta o 

el Presidente de la comisión especializada dispondrá a la Secretaria o al 
Secretario Relator, informe su recepción a las y los integrantes de la 
comisión y convoque para su conocimiento e inicio de su tratamiento. 
Avocado conocimiento del proyecto de ley, la Presidenta o el Presidente 
de la comisión dispondrá se informe del inicio del tratamiento y 
apertura de la fase de socialización a las y los demás legisladores de la 
Asamblea Nacional y a la ciudadanía, a través del portal web y demás 
canales comunicacionales que disponga la Asamblea Nacional y la 
comisión.” 
 
“Art. 58.- Informes para primer debate.- Las comisiones especializadas, 

dentro del plazo máximo de noventa días contados a partir de la fecha 
de inicio del tratamiento del proyecto de ley, presentarán a la 
Presidenta o al Presidente de la Asamblea Nacional su informe con las 
observaciones que juzguen necesarias introducir. Dentro del referido 
plazo, se considerará un tiempo no menor a los quince primeros días, 
para que las ciudadanas y los ciudadanos que tengan interés en la 
aprobación del proyecto de ley, o que consideren que sus derechos 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 44 

puedan ser afectados por su expedición, acudan ante la comisión 

especializada y expongan sus argumentos. En ningún caso, la comisión 
especializada emitirá su informe en un plazo menor a veinte días. 
 
La comisión especializada atendiendo a la naturaleza y complejidad del 
proyecto de ley podrá solicitar justificadamente a la Presidenta o al 
Presidente de la Asamblea Nacional, una prórroga de entre veinte y 
máximo noventa días para presentar el informe detallado en este 
artículo. (…) ” 

 
 

4. PLAZO PARA EL TRATAMIENTO DEL PROYECTO DE LEY 
 

Acorde con el criterio jurídico emitido por el Coordinador de Asesoría 
Jurídica de la Asamblea Nacional, a través de Memorando Nro. AN-

AG-CJ-2021-0322-M de fecha 5 de julio de 2021, el cual, en su parte 

pertinente señala: 
 

“(…) para el caso de los proyectos de ley que requieren la 
elaboración de informe para primer debate y que fueron 

ingresados con fecha anterior al actual periodo 
legislativo, las comisiones especializadas corroborada la 

falta de información, inicie con el tratamiento del 
proyecto de ley, desde la avocación de conocimiento del 

mismo, a fin de que a través de la Presidencia de las 

comisiones especializadas se disponga e informe el inicio 
de tratamiento y apertura de la fase de socialización, 

conforme lo dispone el artículo 57 de la Ley Orgánica de 
la Función Legislativa. Así también, estima pertinente 

que a partir de este procedimiento se realice el cómputo 
de los plazos para la elaboración del informe para primer 

debate, según lo expresamente establecido en el artículo 
58 ibidem, es decir dentro del plazo máximo de (90) 

noventa días, informe al cual se introducirán las 

observaciones que se juzguen necesarias introducir; (…)” 
 

Asimismo, en disposición de la Resolución CAL-2021-2023-217 de 25 
de noviembre de 2021, que en su parte pertinente señala: 

 
“Artículo 4.- Durante el decurso de los recesos 

legislativos, los plazos o términos de los trámites 

ordinarios para la aprobación de leyes, sustanciación de 
solicitudes de juicio políticos y trámite de amnistías e 

indultos, quejas y denuncias, se suspenderán.” 
 

El plazo para elaboración del Informe para Primer Debate es de 90 
días; es así como, en particular, para este Proyecto de Ley, una vez 
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avocado, y tomando en cuenta la suspensión de plazos por receso 

legislativo, el plazo fenece el 23 de enero de 2022. 

 
 

5. ANÁLISIS Y RAZONAMIENTO 
 

 
La garantía de los derechos humanos se encuentra intrínsecamente ligada 

con el respeto a la dignidad humana y, por lo tanto, es labor del Estado, a 

través de la gestión pública, adoptar las medidas necesarias para satisfacer 
las necesidades de las personas y garantizar el efectivo cumplimiento de sus 

derechos. 
 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha declarado que 
“el actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de publicidad 

y transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las personas 
que se encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control democrático de las 

gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar 

si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas.”1 
 

El acceso a la información pública ha sido reconocido en distintos 
instrumentos internacionales de derechos humanos como parte del derecho 

a la libertad de expresión, y base fundamental para la consolidación de 
sistemas democráticos.  

 

Es así como la Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce en su 
Artículo 19 el derecho de las personas a opinar, expresarse, y a no ser 

molestado por sus opiniones, a recibir informaciones y difundirlas, sin 
limitación de fronteras por cualquier medio de expresión. 

 
Por otro lado, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, señala 

que no se puede restringir el derecho a la libertad de expresión por vías o 
medios indirectos, como el abuso de controles oficiales o particulares, que 

impidan la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. Mientras que, 

la Carta Democrática Interamericana establece la obligación de los Estados 
de garantizar el ejercicio de la democracia mediante la transparencia de las 

actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los 
gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la 

libertad de expresión y prensa.  
 

Siguiendo la misma línea, la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción, señala en su Artículo 10, que los Estados miembros adoptarán 

las medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su 

administración pública; y la Declaración de Principios sobre Libertad de 

                                                             
1 Fondo, Reparaciones y Costas. 19 de septiembre de 2006 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_151_esp.pdf 8  
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Expresión, establece que los Estados están obligados a garantizar el ejercicio 

del derecho a acceso a la información pública, con limitaciones excepcionales 

que deben estar establecidas previamente por la Ley en caso de existir un 
peligro real e inminente de amenaza a la seguridad nacional en sociedades 

democráticas. 
 

El Artículo 18, número 2 de la Constitución de la República del Ecuador 
señala que todas las personas en forma individual o colectiva, tienen derecho 

a: buscar, recibir, intercambiar, producir y difundir información veraz, 

verificada, oportuna, contextualizada, plural, sin censura previa acerca de 
los hechos, acontecimientos y procesos de interés general y con 

responsabilidad ulterior.  
 

Asimismo, establece que todas las personas podrán acceder libremente a la 
información generada en entidades públicas, o en las privadas que manejen 

fondos del Estado o realicen funciones públicas, y que no existirá reserva de 
información excepto en los casos expresamente establecidos en la ley, sobre 

todo en casos de violaciones a los derechos humanos, ninguna entidad 

pública podrá negar la información.  
 

El Artículo 61, en su número 5, de la Constitución de la República del 
Ecuador, señala como derecho de las y los ecuatorianos fiscalizar los actos 

del poder público; mientras que el Artículo 227 de la misma Carta Magna, 
señala que la administración pública debe regirse por los principios de 

participación y transparencia. 

 
Ante lo expuesto, tomando en cuenta que la Ley Orgánica de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública vigente, fue publicada en el Suplemento del 
Registro Oficial No. 337 de 18 de mayo del año 2004 y su Reglamento 

General expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 2471, publicado en el 
Registro Oficial No. 507 de 19 de enero de 2005, se puede denotar que no se 

encuentra bajo los preceptos constitucionales actuales, puesto  que, con la 
entrada en vigor  de la Constitución de la República del Ecuador del 2008, la 

tutela de derechos se hizo efectiva, constituyéndose el acceso a la 

información pública, entre otros, en un derecho humano fundamental que 
permite a las personas, encontrar la información de primera mano de los 

sujetos obligados al cumplimiento, cuya inobservancia o incumplimiento se 
garantiza con el ejercicio del recurso constitucional de acción de acceso a la 

información pública. 
 

En concordancia con lo antecedente, es necesario señalar lo relacionado con 
la seguridad jurídica, derecho establecido en el Artículo 82 la Constitución de 

la República del Ecuador, que se fundamenta en el respeto a la Carta Magna 

y en la existencia de normas jurídicas previas, aplicadas por los jueces 
competentes y todos los servidores públicos, consecuentemente el Estado 

debe generar confianza y brindar las garantías de respeto de todos los 
derechos de sus administrados, con base en  una norma pública previa que 

manda, permite o prohíbe. 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 47 

 

Al respecto, la Corte Constitucional, según sentencia Nro. 135-14-SEP-CC, 

caso Nro. 1758- 11-EP de 17 de septiembre de 2014, ha manifestado que la 
Seguridad Jurídica conlleva:  

 
“(...) este principio constitucional tiene como fundamento esencial la 

existencia de un ordenamiento jurídico previamente establecido, cuya 
observancia y correcta aplicación debe darse en los casos concretos por 

parte de las autoridades correspondientes, teniendo en cuenta que ante 

determinados supuestos fácticos la solución que se obtenga dentro de la 
normativa aplicable debe ser uniforme respecto de casos con 

presupuestos similares, pues este constituye un estándar de satisfacción 
de la seguridad jurídica, acorde con lo establecido por la Corte 

Constitucional, para el periodo de transición.  
 

De esta manera, a través del derecho a la seguridad jurídica se pretende 
otorgar certeza a los ciudadanos respecto a la aplicación del derecho 

vigente y, en cuanto al reconocimiento y previsibilidad de las situaciones 

jurídicas; por lo tanto, las autoridades investidas de potestad 
jurisdiccional están en la obligación de aplicar adecuadamente la 

Constitución y demás normas jurídicas en los procesos sometidos a su 
conocimiento.  

 
(...) Dicho de este modo, el derecho a la seguridad jurídica se entiende 

como la certeza en la aplicación normativa que se genera en función de la 

obligación de los poderes públicos de respetar la Constitución como 
norma suprema, y el resto del ordenamiento jurídico.”2 (lo resaltado es 

énfasis). 
 

Atado a lo antecedente, este Proyecto recoge definiciones claves como la de 
“datos personales”, dando énfasis a robustecer el régimen de excepciones al 

derecho de acceso a la información pública, determinando qué implica la 
información confidencial, la cual responde a principios como el respeto a 

derechos fundamentales, incluyendo la privacidad relacionada con la vida, la 

salud, la seguridad, la integridad, teniendo como resultado el guardar 
armonía con la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales. 

 
Otro de los puntos clave se encuentra relacionado con la Defensoría del 

Pueblo, institución que, en la actualidad, se encuentra contemplada como 
autoridad nacional en Derechos Humanos, es órgano rector en la promoción 

del derecho al acceso a la información pública, y que, a pesar de realizar los 
mejores esfuerzos por dar cumplimiento o garantizar el derecho al acceso a la 

información pública, por sus limitadas competencias, no ha sido suficiente. 

 

                                                             
2  (https://portal.corteconstitucional.gob.ec/FichaRelatoria.aspx?numdocumento=135-14-SEP-CC) 
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 Con base en lo expuesto, dentro del Proyecto, ante la necesidad examinada, 

el texto desarrolla el fortalecimiento del órgano rector, incluyendo la gestión 

oficiosa como un recurso más ágil que el contemplado en la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, la cual concluye en un 

informe que dará paso a los procesos de sanción a quienes incumplan con la 
ley, por parte de los sujetos competentes.  

 
 El derecho al acceso a la información pública debe ser analizado desde una 

doble dimensión, por un lado, como derecho fundamental de las personas en 

acceder a la información que se encuentra en poder del Estado, y, por otro 
lado, como un elemento primordial para lograr la transparencia de las 

entidades que manejan fondos públicos, es por esto que se han incorporado 
la difusión obligatoria de datos que no contemplan la Ley vigente, 

considerándose como transparencia activa por parte de los sujetos obligados. 
Atendiendo a la misma dualidad expuesta, se han recogido parámetros en 

relación con la solicitud de información, los cuales coadyuvan al desarrollo 
de un gobierno electrónico, incentivando a los sujetos obligados, a la 

utilización de medios virtuales.  

 
El acceso a la información es una herramienta clave para fomentar mayor 

eficiencia y eficacia en las acciones del Estado, especialmente en el manejo 
de recursos públicos y es esencial para la rendición de cuentas y la 

transparencia de sus operaciones. Asimismo, promueve mayor 
responsabilidad en la garantía, protección, respeto y promoción de los 

derechos individuales, así como una mejor atención a las necesidades y 

demandas públicas. Todo esto contribuye a la consolidación de la confianza 
de las personas en las instituciones gubernamentales. 

 
Es claro que el Estado tiene el deber y el compromiso de fortalecer la 

participación y el control social, por lo que, es menester que se contribuya 
desde sus competencias a garantizar efectivamente el cumplimiento de las 

normas constitucionales y legales. 
 

Todos los cambios realizados en la normativa vigente han sido incorporados 

en el Proyecto en aras de ayudar a balancear el desequilibrio de poderes y las 
asimetrías de información entre los ciudadanos y sus gobiernos, 

ofreciéndoles, de una forma más directa, la vía para conocer y exigir el acceso 
a los servicios a que tienen derecho, y también los empodera para participar 

en las discusiones de las políticas públicas que los afectan. El derecho a la 
información ayuda a las y los ciudadanos a tener visibilidad en el mapa 

político y puede hacer que sus necesidades e intereses tengan un avance en 
su satisfacción, tal como se encuentra determinado en el caso Claude Reyes 

y otros vs. Chile, “el acceso a la información pública como mecanismo 

fundamental para que las personas puedan ejercer control democrático a 
través de la opinión pública”. 

 
Es así como el Proyecto de Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, el cual contiene VII Capítulos, 40 artículos, 6 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 49 

disposiciones generales, 7 disposiciones transitorias, 6 disposiciones 

reformatorias, 3 disposiciones derogatorias y una final,  nace como una 

propuesta para garantizar un derecho que, no solo contribuye efectivamente 
a la lucha contra la corrupción, sino que otorga a los ecuatorianos y las 

ecuatorianas, mayores oportunidades de participar activamente en la vida 
política, cívica y comunitaria del país, de manera honesta y transparente, 

mediante nuevos cambios en cuanto a innovaciones tecnológicas para el 
fortalecimiento de la Ley. 

 

 
6. CONCLUSIONES DEL INFORME 

 
En consecuencia, se decide emitir el INFORME PARA PRIMER 

DEBATE DEL “PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA” de 

conformidad con lo previsto en el Artículo 60 de la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa. 

 

7. RECOMENDACIONES DEL INFORME 
 

Con base en los argumentos expuestos, la Comisión Especializada 
Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana y Control 

Social, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, 
recomienda al Pleno de la Asamblea Nacional, aprobar el INFORME 

PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 
 

 
8. RESOLUCIÓN Y DETALLE DE LA VOTACION DEL INFORME 

 
En sesión No. 2021-2023-053 de fecha 19 de enero de 2022, la 

Comisión Especializada Permanente de Transparencia, Participación 
Ciudadana y Control Social, RESUELVE, aprobar el INFORME PARA 

PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
 

 
9. ASAMBLEÍSTA PONENTE 

 
Ferdinan Álvarez Zambrano, Presidente de la Comisión Especializada 

Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana y Control 
Social 

 

10. NOMBRE Y FIRMA DE LOS ASAMBLEÍSTAS QUE SUSCRIBEN EL 
INFORME: 
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LAS SEÑORAS Y LOS SEÑORES ASAMBLEÍSTAS QUE SUSCRIBEN 

EL PRESENTE INFORME DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, son: 
 

 
 

 
Ferdinan Arturo Álvarez Zambrano         Nathalie María Viteri Jiménez 

PRESIDENTE       VICEPRESIDENTA 

 
 

 
 

Marcos Humberto Alvarado Espinel    José Ricardo Chávez Valencia  
MIEMBRO        MIEMBRO 

 
 

 

 
Pedro Carlos Falquez Batallas      Rosa Belén Mayorga Tapia  

                            MIEMBRO        MIEMBRO 
 

 
 

  

Lyne Katiuska Miranda Giler     Ricardo Ulcuango Farinango  
                          MIEMBRO        MIEMBRO 

 
 

 
 

 
Eduardo Mauricio Zambrano Valle 

MIEMBRO 

 
 

 
11. PROYECTO DE LEY DEBATIDO Y APROBADO 

 
Exposición de Motivos 

En el Ecuador, la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública (LOTAIP), fue promulgada en el 2004 y ha servido sin duda como 

instrumento fundamental para fomentar el control de los recursos públicos, 

la rendición de cuentas y la transparencia de los sujetos obligados a su 

cumplimiento. 
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La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha estimado los principales 

factores que facilitan la corrupción, los cuales son de naturaleza institucional 

y cultural, entre los que se encuentra falta de control de los actos de la 

autoridad, lo que se basa en poca transparencia y rendición de cuentas en 

torno a las decisiones adoptadas por la autoridad, así como en la naturaleza 

secreta de la corrupción. 

El acceso del público a la información, ha sido y seguirá siendo un arma 

poderosa para desafiar el comportamiento autoritario, el proceder incorrecto, 

la corrupción y la violación de los Derechos Humanos, por ello ha sido 

reconocido por varios tribunales internacionales y es uno de los objetivos 

establecidos por la nueva Agenda de 2030 de Desarrollo Sostenible. 

Los principios de publicidad y máxima divulgación de la información 

permiten alcanzar los mecanismos de transparencia y rendición de cuentas, 

que son esenciales para alcanzar una democracia participativa. En un 

sistema democrático, las personas tienen derecho a acceder a aquella 

información que se encuentre en poder del Estado y de entidades que 

administren o se financien con recursos públicos, pues les permite realizar el 

control y vigilancia social de la gestión pública, así como la prevención de 

arbitrariedades de los agentes estatales, mediante una discusión pública 

informada. 

Precisamente por esta razón, en su Artículo 19, la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, reconoce al acceso a la información como un derecho de 

toda mujer y hombre en este planeta. 

La primera Ley de la que se tiene registro fue aprobada en Suecia en 1766. 

La idea del acceso irrestricto a los documentos públicos tardó en cobrar toda 

su fuerza hasta dos siglos después. en Finlandia (1951), en Estados Unidos 

(1966) y en Dinamarca (1970). Ecuador fue el país número 62 en contar con 

dicha Ley en 2004. 

En los últimos años ha existido una oleada democratizadora y de apertura. A 

la fecha son 128 países en el mundo los que cuentan con Leyes de Acceso a 

la Información.  En Latinoamérica fuimos el quinto país en contar con una 

Ley después de Colombia en 1985, Panamá, México y Perú que la aprobaron 

en el año 2002. 

22 países latinoamericanos tienen leyes que garantizan el acceso a la 

información oficial faltando Costa Rica, Cuba, y Venezuela. América Latina 

ha avanzado más en este campo que cualquier otra región de países en vías 

de desarrollo, y en ciertos aspectos más que los países de la Unión Europea, 

de hecho, algunas de las leyes latinoamericanas están consideradas entre las 

mejores del mundo. 
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América Latina ha estado a la vanguardia de este movimiento mundial con 

leyes y sistemas que garanticen el acceso a la información. Para ello fue 

fundamental el contar en la Región con la primera Ley Modelo que fue 

aprobada por la OEA en abril de 2010. Actualmente se cuenta con una nueva 

versión de la Ley, la Ley Modelo Interamericana 2.0. sobre Acceso a la 

Información Pública. 

Estas experiencias y desarrollo normativo, sin duda han permitido ir 

realizando ajustes y perfeccionando los procesos y mecanismos para 

garantizar el libre acceso de la información, en poder del Estado. 

Sin duda, el avance de las sociedades del conocimiento está íntimamente 

conectado a la profundización de la discusión sobre el derecho a la libertad 

de expresión y al acceso universal a la información en un mundo cada vez 

más conectado.  Libertad de prensa, desarrollo de los medios, privacidad, el 

rol de las TIC en las políticas públicas, gobiernos abiertos, protección 

documental, alfabetización mediática, son algunos de los muchos temas que 

están sobre el tapete. 

Ahora, el reto para muchos países, incluida la mayoría de los 

latinoamericanos. y en particular para nuestro país, es pasar de la adopción 

de estas leyes a su implementación y, en algunos casos, mejorarlas. 

En el 2015 la Asamblea General de septiembre de Naciones Unidas adoptó 

por unanimidad la Agenda 2030, formulada para guiar las políticas de 

desarrollo nacionales y globales para los próximos años. 

La Agenda 2030 incluye los nuevos Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), 

cada uno con múltiples metas o 'blancos' específicos. Entre ellos está la meta 

ODS 16.10, la cual obliga a los países firmantes a 'Garantizar el acceso 

público a la información y proteger las libertades fundamentales, de 

conformidad con la legislación nacional y los acuerdos internacionales. 

El compromiso universal de garantizar el acceso a la información representa 

un reconocimiento por parte de la comunidad mundial de que este principio 

es un derecho humano básico y, a la vez, un requisito para el logro de todos 

estos nuevos objetivos globales. 

Este nuevo compromiso universal con la libertad de información representó 

un reconocimiento histórico por parte de la comunidad mundial de que este 

es un derecho humano básico y a la vez un requisito para alcanzar todos 

estos objetivos globales.  

Los promotores de esta meta en los ODS argumentaron que el libre flujo de 

información sobre aquellos diecisiete objetivos complejos es fundamental 

para lograr la Agenda 2030. Sin adecuada información. debate y análisis 

abierto y constante, los ODS no podrán ser medidos, mucho menos 

alcanzados. 
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El texto oficial del ODS16.10, de la Agenda para el Desarrollo Sostenible de 

2030, aprobado por unanimidad por la Asamblea General en septiembre de 

2015, es el siguiente: 

"GARANTIZAR EL ACCESO PÚBLICO A LA INFORMACIÓN Y PROTEGER LAS 

LIBERTADES FUNDAMENTALES, DE CONFORMIDAD CON LA LEGISLACIÓN 

NACIONAL Y LOS ACUERDOS INTERNACIONALES." 

Entre los puntos principales de consenso se encuentran los siguientes: 

• Las leyes de acceso a la información deberán incluir disposiciones que 

garanticen   la independencia de las instituciones y los funcionarios 

encargados de los sistemas de información creados por esas leyes; 

• Las leyes deben aplicarse al gobierno en todos los niveles – nacional, 

provincial y municipal - con claras   normas y obligaciones   legales mínimas, 

y suficientes recursos financieros y humanos para permitir el cumplimiento    

de   los   requisitos   nuevos   de   responder   y   proveer información al 

público; 

• Una ley buena y clara es esencial, pero no es en sí suficiente: la clave es 

el uso activo y cotidiano de la ley por los medios de comunicación, la 

sociedad civil y los ciudadanos comunes, actuando en favor del interés 

público - más una nueva "cultura de transparencia" dentro del gobierno 

mismo; 

• La divulgación pública proactiva y accesible de la información oficial por 

parte de los   gobiernos   es preferible   siempre a la utilización   de 

mecanismos formales   de solicitud   por parte de las y los ciudadanos:   la 

divulgación sistemática de información oficial debe de ser la norma y no la 

excepción; 

• Las leyes de acceso a la información por sí solas no pueden garantizar el 

acceso público a la información.  sea oficial o extraoficial. Estas leyes pueden 

funcionar con el propósito previsto únicamente en un entorno legal   y   

político   donde   la libertad   de   expresión   y   los   medios independientes 

sean respetados y protegidos en forma activa y eficaz; 

• Las leyes de acceso a la información no pueden funcionar correctamente 

a menos que los datos, registros y otros documentos gubernamentales estén 

organizados   y disponibles   en archivos manejados en forma sistemática y 

profesional, una tarea que requiere recursos considerables; idealmente, los 

archivos públicos deberían estar accesibles por internet, en forma digital; 

• Las profundas desigualdades socioeconómicas de la región se ven 

reflejadas y exacerbadas por el acceso desigual a la información por Internet; 

urgen acciones correctivas para cerrar esta   injusta brecha digital; y, 
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• El crecimiento, uso y gestión de las leyes de acceso a la información 

están creando   una nueva   comunidad   de especialistas   en acceso   a   la 

información   en la Región.   Incluye los funcionarios gubernamentales 

actuales y anteriores con experiencia en el campo; muchos periodistas 

investigativos; activistas de la sociedad civil; expertos académicos; y otros 

profesionales con experiencia en la gestión y uso de sistemas de acceso a 

información en América Latina.  Se beneficiarían todos de interacciones más 

sistemáticas con sus contrapartes en otros países. 

La inclusión en los ODS, del Objetivo 16-10 para "garantizar el acceso 

público a la información” se considera un mecanismo importante para 

acelerar los avances en este ámbito en los próximos años en la Región y, a la 

vez, para frenar posibles futuras derogaciones o suspensiones de esas leyes. 

Las instituciones regionales e internacionales han desempeñado también un 

papel vital en la ampliación de las leyes de libertad de   información y 

asesoramiento técnico, como la OEA y su "ley modelo” para el acceso a la 

información.   Algunos   expertos opinan que   la OEA   debería   ir más allá, 

fortaleciendo las normas de acceso a la información recomendadas como 

requisito para la gobernabilidad democrática, ya sea como enmienda o una 

interpretación nueva acordada de los principios estipulados en la Carta 

Democrática de la OEA de 2001. 

El Artículo 4 de esa Carta señala: 

"Son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la 

transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la 

responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los 

derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa." 

Con la entrada en vigor de la Constitución de la República del Ecuador del 

2008, la tutela de derechos se hizo efectiva, constituyéndose el acceso a la 

información pública, entre otros, en un derecho humano fundamental que 

permite que las personas encuentren la información de primera mano de los 

sujetos obligados al cumplimiento, cuya inobservancia o incumplimiento se 

garantiza con el ejercicio del recurso constitucional de acción de acceso a la 

información pública. 

El acceso a la información se ha establecido claramente como un derecho 

humano en los diversos instrumentos internacionales pertinentes y en la 

jurisprudencia del sistema interamericano. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su Artículo 19 

establece que el derecho a la libertad de expresión comprende la libertad de 

buscar, recibir y difundir información. Asimismo, la Declaración Americana 

de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo IV recoge el derecho de 
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libertad de investigación, opinión, expresión y difusión del pensamiento por 

cualquier medio, como un derecho inherente a todo ser humano. 

Por su parte. la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su 

Artículo 13 protege, asimismo, el derecho y la libertad de buscar, recibir y 

difundir información e ideas de toda índole. 

Finalmente, la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos del año 2001 hace eco de 

esta facultad de acceder a información pública y resalta nuevamente que el 

acceso a la   información en poder del Estado es un derecho fundamental   de 

los individuos. 

La invocación de normas referentes al ejercicio pleno del derecho al acceso a 

la información pública no materializa la naturaleza o espíritu para el que fue 

creada la ley, sino más bien este hecho debe consumarse desde la óptica del 

accionante, el que pide la información y el accionado el que está obligado a 

proporcionar la información, para de este modo aterrizar lo dispuesto en la 

ley al campo práctico.  

Con este antecedente, todo representante legal de las entidades del Estado o 

sus delegados, deben estar dispuestos a brindar, difundir y entregar 

información que satisfaga a su peticionario, como muestra de transparencia 

y ética hacia el verdadero dueño los ciudadanos, quienes son los titulares de 

la información. 

La Defensoría del Pueblo en los últimos dieciséis años, por disposición 

constitucional y normativa, ha sido el órgano al cual le corresponde la 

promoción, vigilancia y garantía del cumplimiento de la Ley, así como, ser 

promotor  del ejercicio y cumplimiento del derecho de acceso a la información 

pública, con la responsabilidad asumida, lo realizado por la Institución 

Nacional de Derechos Humanos ha sido un trabajo arduo de 

corresponsabilidad tanto del ente promotor como de los sujetos obligados. 

La estrategia generada por el órgano promotor desde que se promulgó la 

LOTAIP, ha sido un proceso permanente de seguimiento, asesorías y 

acompañamientos técnicos sobre el contenido tanto de la normativa como de 

su reglamento, la elaboración de directrices y documentos  que  permitan su 

cumplimiento,  sin embargo,  a pesar  de  ser  una  obligación  para  todas  

las autoridades  de las  funciones  y entidades del Estado, el instrumento  

jurídico requiere ser actualizado y fortalecido, principalmente, en cuanto al 

rol  y competencias de la Defensoría del Pueblo, en su calidad de ente rector. 

La promoción y la difusión deben ser parte clave para la sensibilización y 

concientización de servidoras/es públicos, así como de la sociedad civil 

motivando el desarrollo del conocimiento, el ejercicio del derecho y el 
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incremento de mejores prácticas sobre este derecho fundamental en los 

sujetos obligados. 

Las plataformas virtuales institucionales  deben existir para dar a conocer  

su gestión  y la clase de información con la cual puede contar las personas, 

con la finalidad de  que contribuya con la transparencia institucional no solo  

basada en aquella obligatoria por transparencia activa sino también aquella  

que permita contribuir  con  el  desarrollo  del  conocimiento  con   

información  manejable  y lenguaje de  fácil accesibilidad,  para  lo cual  la 

institución  debe  brindar  las facilidades para la adecuada consulta y 

búsqueda de la información, bajo parámetros de veracidad, oportunidad, 

calidad, y el derecho de las personas de exigir su cumplimiento, lo cual le 

permite estar empoderada y participar plenamente en los procesos 

democráticos. 

La cultura de transparencia, obliga a incorporar en este nuevo proceso, 

herramientas tecnológicas de fácil utilización, estableciendo procedimientos 

simplificados para que los ciudadanos y ciudadanas asuman su rol de 

control y de sujetos de derecho con voz y voto. 

La necesidad de actualizar, ajustar e incluir nuevos cambios en cuanto a 

innovaciones tecnológicas para el fortalecimiento de la Ley es una prioridad 

para el país,  por ello se plantea la reforma  a la normativa, la misma  

pensada en afianzar el cumplimiento de la garantía  y el acceso a la 

información desde el enfoque  de  derechos  y seguir fomentado la  

transparencia  en el uso de los recursos públicos para prevenir la corrupción, 

y brindar a su  titular una mayor participación en la vida del Estado. 

En virtud de lo expuesto, la Propuesta de Ley que se presenta, considera 

oportuno y fundamental establecer espacios propicios tanto para que las 

personas y las organizaciones de la sociedad civil se involucren directamente 

en la protección y promoción del derecho humano al acceso a la información, 

asimismo, para que pueda exigir su derecho y evaluar la gestión de los 

sujetos obligados. con ello redescubrir instrumentos que   aporten a la 

transparencia   del país, contribuyendo   a incrementar la gobernabilidad 

basada en un sistema democrático que genere una verdadera propuesta de 

convergencia entre el ciudadano y el Estado, así como al ejercicio de la 

democracia del Ecuador. 

 

REPÚBLICA DEL ECUADOR 

ASAMBLEA NACIONAL 

EL PLENO 

CONSIDERANDO: 
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Que el número 1 del Artículo 3 de la Constitución de la República establece 

como deber primordial del Estado garantizar, sin discriminación alguna, el 

goce efectivo de derechos; 

Que el número 2 del Artículo 18 de la Constitución de la República establece 

que todas las personas tienen derecho a acceder libremente a la información 

generada en entidades públicas o privadas que manejen fondos del Estado o 

realicen funciones públicas; 

Que el número 5, del Artículo 61 de la Constitución de la República establece 

como derecho de las ecuatorianas y ecuatorianos, fiscalizar los actos del 

poder público; 

Que el número 17 del Artículo 83 de la Constitución de la República del 

Ecuador establece como responsabilidad de las y los ecuatorianos participar 

en la vida política, cívica y, comunitaria del país, de manera honesta y 

transparente; 

Que el número l 1 del Artículo 215 de la Constitución de la República del 

Ecuador determina que la Defensoría del Pueblo tendrá como funciones la 

protección y tutela de los derechos de los habitantes del Ecuador y la defensa 

de los derechos de las ecuatorianas y ecuatorianos que estén fuera del país, y 

tendrá como atribución, el patrocinio, de oficio  o a petición  de parte, de las 

acciones de  protección, hábeas corpus, acceso a la información pública, 

hábeas data, incumplimiento, acción ciudadana y los reclamos por mala 

calidad o indebida prestación de los servicios públicos o privados; 

Que el Artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece 

que la administración pública constituye un servicio a la colectividad que se 

rige, entre otros. por los principios de participación y transparencia; 

Que el Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 

reconoce a la libertad de opinión y expresión como un derecho humano; 

Que el Artículo 19.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

reconoce que el derecho a la libertad de expresión comprende la libertad de 

buscar. recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. sin 

consideración de fronteras; 

Que el Artículo 10 de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción establece que cada Estado adoptará las medidas   que   sean 

necesarias para aumentar la transparencia en su administración pública; 

Que el Artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

establece que el derecho a la libertad de expresión no puede estar sujeto a 

previa censura; 
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Que el Artículo 4 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre reconoce el derecho de libertad de investigación, opinión, expresión y 

difusión del pensamiento por cualquier medio; 

Que el Principio 4 de la Declaración de Principios sobre Libertad de 

Expresión señala que la limitación del derecho de acceso a la información 

únicamente admite limitaciones excepcionales establecidas previamente por 

ley; 

Que el Artículo 4 de la Carta Democrática establece a la transparencia como 

componente fundamental del ejercicio de la democracia; 

Que la Declaración de Santiago acerca de Transparencia e Integridad en los 

Parlamentos y Partidos Políticos de 2012, ratificada por Ecuador compromete 

al país con los valores concernientes a la probidad y transparencia.  tanto en 

el ejercicio de la función parlamentaria como en el sistema de partidos 

políticos; 

Que los artículos 6, 8 y 13 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana 

establecen el derecho a la participación ciudadana en todos los asuntos de 

interés público, a través de mecanismos establecidos por diferentes funciones 

del Estado, así como el derecho de ejercer el control social a las actuaciones 

de todos los órganos y autoridades estatales; 

Que el número 2 del artículo 5 de la Ley para la Optimización y Eficiencia de 

Trámites Administrativos determina como uno de los derechos de las y los 

administrados a conocer en cualquier momento y preferentemente por 

medios electrónicos y/o cualquier plataforma de fácil acceso, el estado del 

trámite en el que tengan la calidad de interesados; y a obtener copias, a su 

costa, de documentos contenidos en ellos; 

En ejercicio de las facultades establecidas en el número 6 del Artículo 120 de 

la Constitución de la República del Ecuador expide la presente: 

 

LEY ORGÁNICA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA 

CAPÍTULO 1 

Generalidades 

Artículo 1.- Objeto.   La presente ley tiene por objeto garantizar y regular el 

derecho de acceso a la información pública en cumplimiento de la 

Constitución de la República del Ecuador, la ley; y, de los instrumentos 

internacionales ratificados por el Estado ecuatoriano. 
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 Artículo 2.- Finalidad.  La presente Ley tiene por finalidad, proteger, 

respetar y garantizar que la información pública sea accesible, oportuna, 

completa y fidedigna, para el ejercicio de los derechos ciudadanos 

contemplados en la Constitución de la República del Ecuador y la ley.  

Artículo 3.- Ámbito.   La presente Ley es de orden público, de aplicación 

obligatoria en el territorio nacional.         

Artículo 4.- Definiciones.  Para la aplicación de la presente Ley, se tomarán 

en cuenta las siguientes definiciones: 

1. Información Pública: información o documentación, final o preparatoria, 

haya sido o no generada por el sujeto obligado, que se encuentre en poder de 

los sujetos obligados por esta Ley, contenidos, creados u obtenidos por ellos, 

que se encuentren bajo su responsabilidad y custodio o que se hayan 

producido con recursos del Estado. 

2. Información Reservada: información o documentación, final o 

preparatoria, haya sido o no generada por el sujeto obligado, que requiere 

limitación en su conocimiento y distribución, de forma excepcional, por 

existir un riesgo claro, probable y específico de daño a intereses públicos 

conforme a los requisitos contemplados en esta Ley.  

No existirá reserva de información en los casos expresamente establecidos en 

la Constitución de la República del Ecuador y la ley. 

3. Información Confidencial: información o documentación, final o 

preparatoria, haya sido o no generada por el sujeto obligado, que contiene los 

datos que pudiesen dañar los siguientes intereses privados:  

a. el derecho a la privacidad, incluyendo privacidad relacionada a la vida, la 

salud o la seguridad, así como el derecho al honor y la propia imagen;  

b. los datos personales cuya difusión requiera el consentimiento de sus 

titulares. 

4.  Datos personales: Dato que identifica o hace identificable a una persona 

natural, directa o indirectamente. 

5.   Datos Abiertos: Son aquellos datos digitales, accesibles, liberados, 

publicados o expuestos sin naturaleza reservada o confidencial y que pueden 

ser utilizados, reutilizados y redistribuidos por cualquier persona. 

6.  Denegación de Información: Es la falta de respuesta de una solicitud de 

acceso a la información pública en el plazo señalado por la Ley, el rechazo 

expreso a la solicitud o la respuesta inexacta o falsa entregada por los 

sujetos obligados, lo que dará lugar a la sanción conforme a las disposiciones 

de esta ley y el reglamento que se dicte para el efecto. 
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7.  Transparencia Activa:   Se entenderá como transparencia activa a la 

obligación de las instituciones del sector público y de los demás sujetos 

establecidos en esta ley, de mantener de forma permanente en el portal de 

información o sitio web, la información actualizada, suficiente y relevante, 

sin que sea necesario requerimiento alguno por parte de autoridad 

competente o de las personas. 

8. Transparencia Pasiva: Se entenderá como transparencia pasiva la 

obligación que tienen las instituciones del sector público y los demás sujetos 

establecidos en esta ley, de responder a las solicitudes de información 

pública, previa solicitud de la interesada o interesado. 

Artículo 5.- Principios.  En el ejercicio del derecho de acceso a la 

información pública se aplicarán, además de los principios previstos en la 

Constitución de la República del Ecuador y en los instrumentos 

internacionales ratificados por el Estado, los siguientes:   

a) Máxima Publicidad. – la información en manos de los sujetos obligados 

debe ser completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro y preciso régimen 

de excepciones que deberán estar definidas por ley y ser además legítimas y 

estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 

b) Supremacía del interés público. - la información divulgada debe resultar 

relevante o beneficiosa para la sociedad y no simplemente de interés 

individual. 

c) Buena Fe. - Se presume que los sujetos obligados deben mantener un 

comportamiento legal y adecuado en el ejercicio de sus derechos y deberes. 

d) Gratuidad. - la obtención y consulta de la información deben ser libres de 

costo, pagando los solicitantes únicamente, de ser el caso, el valor de los 

materiales utilizados o el costo del envío. 

e) Igualdad y No Discriminación. - Constituye el trato idéntico al acceso a la 

información para todas las personas sin que medie ningún tipo de reparo por 

motivos de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, 

identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, 

pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación 

sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por 

cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente. 

f) Celeridad. - la información debe ser suministrada en el menor tiempo 

posible, evitando dilaciones indebidas, y a través de procedimientos simples y 

expeditos. 

g) Accesibilidad e Integridad. - la información entregada debe ser completa, 

comprensible, útil, fidedigna, veraz y estar disponible en formatos accesibles 

a través de un sistema de búsqueda simple y eficaz. 
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h) Rendición de cuentas. - quienes ejercen funciones públicas deben 

responder ante aquellos que, habiéndoles confiado ese poder, resultan 

afectados por sus actividades. 

i) Participación ciudadana. - disminuye las posibilidades de incurrir en actos 

de corrupción y además supone un medio de control beneficioso para los 

Estados, por cuanto permite prevenir y detectar abusos. 

j) Transparencia. - reduce el espacio para la ocurrencia de actos de 

corrupción. 

Artículo 6. -Enfoques. En el ejercicio del derecho de acceso a la información 

pública se observarán prioritariamente los siguientes enfoques: 

1.  Derechos Humanos: Considera a las personas como sujetos de derechos 

con dignidad, identificando las relaciones de poder que condicionan y limitan 

el ejercicio del derecho humano de acceso a la información pública. 

2. Intergeneracional: Considera las capacidades y necesidades físicas, 

sociales y culturales con relación al ciclo de vida de las personas.                                                  

3. Inclusivo: Considera las desigualdades que inciden en la exclusión social 

como los recursos económicos y conocimientos, para promover la inclusión 

de las personas mediante el uso de mecanismos digitales y no digitales. 

4. Género: debe existir la responsabilidad de los sujetos obligados para 

garantizar el derecho de aquellas que quieren acceder conforme sus 

particularidades.  

CAPÍTULO II 

Derechos, garantías y sujetos obligados 

Artículo 7.- Derecho de acceso a la información pública.   El derecho de 

acceso a la información pública comprende solicitar, investigar, difundir, 

buscar y recibir información. Toda la información producida, obtenida, 

adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y 

accesible a cualquier persona en los términos y condiciones establecidos en 

la presente Ley, la normativa vigente y en los instrumentos internacionales 

aprobados y ratificados por el Estado ecuatoriano. 

Cualquier persona, de forma individual o representando a una colectividad o 

cualquier grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá 

solicitar el acceso a la información pública. 

Artículo 8.- Sujetos obligados.  Los organismos y entidades obligadas son: 

a)  Los organismos y entidades que conforman el sector público, en los 

términos de los Artículos 225 y 313 de la Constitución de la República del 

Ecuador; 
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b)  Las personas jurídicas cuyas acciones o participaciones pertenezcan en 

todo o en parte al Estado, sobre el destino y manejo de los recursos públicos; 

e) Las personas jurídicas que reciban o intermedien recursos públicos, sobre 

el destino y manejo de los recursos públicos; 

d)  Las personas naturales y jurídicas de derecho privado, delegatarias o 

concesionarias del Estado, o que por cualquier forma contractual se 

encuentren prestando o administrando servicios   públicos, en los términos 

manifestados en esta Ley; 

e)  Las corporaciones, fundaciones y organismos no gubernamentales (ONGs) 

aunque tengan el carácter de privadas y sean encargadas de la provisión o 

administración de bienes o servicios públicos, que mantengan convenios, 

contratos o cualquier forma contractual con instituciones públicas; y/u 

organismos internacionales, siempre y cuando la finalidad de su función sea 

pública; 

f) Las entidades asociativas de los Gobiernos Autónomos Descentralizados; 

g)  Las instituciones públicas que presten servicios de salud y educación; 

h)  Los partidos y movimientos políticos; y, 

i)  Las personas jurídicas de derecho privado que posean información 

pública, en los términos manifestados en esta Ley.   

Artículo 9.- Obligaciones.  Los sujetos obligados deberán promover, 

garantizar, transparentar y proteger el derecho de acceso a la información 

pública, permitir su acceso y proteger los datos reservados, confidenciales y 

personales que estén bajo su poder; y para ello deberán cumplir con todas 

las obligaciones y procedimientos establecidos en la presente Ley.  

Artículo 10.- Custodia de la Información. Es responsabilidad de las 

instituciones públicas, personas jurídicas de derecho público y demás 

sujetos obligados señalados en  la presente Ley, crear y mantener registros 

públicos de manera profesional, para que el derecho a la información se 

pueda ejercer de forma integral, por lo que, en ningún caso se justificará la 

ausencia de normas técnicas en el manejo y archivo de la información y 

documentación, tanto física como digital, para impedir u obstaculizar el 

ejercicio de acceso a la información pública, peor aún su destrucción.  

Quienes administren, manejen, archiven o conserven información pública, 

serán personalmente responsables, solidariamente con la autoridad de la 

dependencia a la que pertenece dicha información y/o documentación, por 

las responsabilidades civiles, administrativas o penales a que pudiera haber 

lugar, por sus acciones u omisiones, en la ocultación, alteración, pérdida y/o 

desmembración de documentación e información pública. La información 
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original deberá permanecer en las dependencias a las que pertenezcan, hasta 

que sean transferidas a los archivos generales o Archivo Nacional. 

El tiempo de conservación de los documentos públicos, lo determinará la Ley 

del Sistema de Archivo Nacional y las disposiciones que regulen la 

conservación de la información pública confidencial. Los documentos de una 

institución que desapareciere, pasarán bajo inventario al Archivo Nacional y 

en caso de fusión interinstitucional, será responsable de aquello la nueva 

entidad. 

Artículo 11.- Presentación de Informes.  Todas las instituciones públicas, 

organizaciones, servidoras o servidores públicos y demás sujetos obligados 

por la presente Ley, a través de su titular o representante legal, presentarán 

a la Defensoría del Pueblo, hasta el último día laborable del mes de marzo de 

cada año, un informe anual, sobre el cumplimiento del derecho de acceso a 

la información pública el mismo que contendrá: 

a) Información del período anterior sobre el cumplimiento de las obligaciones 

que le asigna esta Ley; 

b) Detalle de las solicitudes de acceso a la información y el trámite dado a 

cada una de ellas; con indicación del tiempo que ha tomado en responder; 

c) Informe semestral actualizado sobre el listado índice de información 

reservada; y, 

d) El índice de la información clasificada como reservada, detallando la fecha 

de la resolución de clasificación de la reserva y el período de vigencia de la 

misma. 

CAPÍTULO III 

Del órgano rector 

Artículo 12.- Defensoría del Pueblo.  La Defensoría del Pueblo es el órgano 

rector en materia de transparencia y acceso a la información pública, 

encargado, en función de su presupuesto, de la promoción y vigilancia de las 

garantías establecidas en esta Ley y su reglamento, sin perjuicio de las 

facultades que les confiere su propia legislación o de la obligación que las 

leyes asignan a otras instituciones públicas de entregar información. 

Artículo 13.- Atribuciones.  El órgano rector en materia de transparencia y 

acceso a la información pública tendrá las siguientes atribuciones: 

1. Promover el ejercicio, promoción y cumplimiento del derecho humano de 

acceso a la información pública; 
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2. Monitorear y vigilar regularmente el cumplimiento de esta ley por parte de 

los sujetos obligados establecidos en el artículo 8 de esta ley, para garantizar 

el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información; 

3. Precautelar que la calidad de la información pública que difundan los 

sujetos obligados contribuya al cumplimiento de los objetivos de esta ley; 

4. Promover, patrocinar e interponer, a solicitud de cualquier persona 

natural o jurídica o por iniciativa propia, acciones constitucionales de acceso 

a la información pública, cuando un pedido de información no ha sido 

oportunamente respondido, la información ha sido negada o se considere que 

la información entregada es incompleta o contiene información falsa;  

5. Establecer los lineamientos de la elaboración del informe anual de los 

sujetos obligados; 

6.Elaborar anualmente un informe consolidado nacional de evaluación, sobre 

la base de la transparencia activa, así como todos los medios idóneos que 

mantienen todos los sujetos obligados, el mismo que será público; 

7. Recibir, consolidar e informar a la Asamblea Nacional el listado índice de 

toda la información clasificada como reservada, en la forma prevista en el 

reglamento de esta ley; 

8. Presentar el informe anual sobre el cumplimiento del derecho humano de 

acceso a la información pública, con el detalle de los nudos críticos y 

propuestas de mejora conforme los hallazgos, que será expuesto por la 

máxima autoridad de la Defensoría del Pueblo ante el Pleno de la Asamblea 

Nacional; 

9. Determinar información complementaria que con carácter obligatorio 

deban publicar en transparencia activa los sujetos obligados; 

10. Promover la concientización acerca de la presente Ley y sus 

disposiciones, mediante programas   de difusión y/o capacitación del derecho 

humano de acceso a la información pública, dirigidos a servidoras y 

servidores públicos; y, a la población en general; 

11.  Atender los procedimientos de gestión oficiosa presentadas por los 

solicitantes de información en contra de los sujetos obligados frente a la 

negativa en la atención de las solicitudes de acceso a la información pública; 

12. Realizar el seguimiento de los informes de gestión oficiosa 

correspondientes en los casos de incumplimiento de lo establecido en   la 

presente Ley; 

13. Instar a los sujetos obligados establecidos en la presente Ley a la 

protección integral de los datos personales asentados en archivos, registros, 
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bancos de datos u otros medios técnicos de tratamiento de datos, sean estos 

públicos o privados; y, 

14. Velar por el cumplimiento de los principios y procedimientos establecidos 

en la presente Ley. 

CAPÍTULO IV 

Sección I 

Información reservada 

Artículo 14.- Información reservada.  Para los efectos de la presente Ley se 

clasificará como información reservada, excepcionalmente, todo documento 

físico, magnético o de otra índole restringido al libre acceso y que 

corresponda a lo siguiente: 

1. Planes y órdenes de defensa nacional, militar, movilización, de operaciones 

especiales y de bases e instalaciones militares ante posibles amenazas contra 

el Estado; 

2.  Información en el ámbito de la inteligencia, específicamente los planes, 

operaciones e informes de inteligencia y contrainteligencia militar, siempre 

que existiera conmoción nacional, declarado mediante estado de excepción 

por esa causa, conforme a la Constitución de la República del Ecuador; 

3. La información sobre la ubicación del material bélico cuando esta no 

entrañe peligro para la población; 

4. Los fondos de uso reservado exclusivamente destinados para fines de la 

defensa nacional; 

5. Información que reciban las instituciones del Estado, expresamente con el 

carácter de reservado o confidencial, por otro u otros sujetos de derecho 

internacional; y,  

6. Información expresamente establecida como reservada en leyes orgánicas 

vigentes. 

En caso de violación a los derechos humanos, ninguna entidad pública 

negará la información. 

Artículo 15.- Período de   reserva   de la   información.    La   información 

clasificada previamente como reservada permanecerá con tal carácter hasta 

un período de diez años desde su clasificación. 

El período de reserva podrá ser ampliado, sin superar los quince años, 

siempre y cuando permanezcan y se justifiquen las causas que dieron origen 

a su clasificación, mediante acto o resolución motivada. 
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La información reservada que se haga pública antes del vencimiento del 

plazo de la reserva o de manera distinta a la prevista en el inciso anterior, 

podrá ocasionar responsabilidad civil, administrativa y/o penal según los 

casos, de la persona que por su función haya vulnerado la reserva. 

La clasificación de reserva no podrá efectuarse de manera posterior a la 

solicitud de acceso a la información pública. 

La declaración de reserva de la información interrumpe la prescripción y/o 

caducidad de acciones y procesos dentro de los cuales la información 

reservada sea trascendente para la decisión de la controversia o resolución 

del procedimiento. 

Sección II 

Clasificación y desclasificación de la información reservada 

Artículo 16.- Clasificación de la información.  Todos los sujetos obligados 

por esta Ley que consideren necesario realizar la clasificación de información 

pública como reservada seguirán obligatoriamente el siguiente 

procedimiento:  

1. Elaborar y conservar en el archivo institucional un acta de clasificación de 

la información reservada en la que se establezca motivadamente la razón o 

razones que justifican la realización de la reserva. Esta acta no puede ser 

destruida por ningún concepto y será remitida al Archivo Nacional una vez 

que los plazos de custodia institucional de esa información hayan terminado.  

2. La fundamentación de la clasificación de información pública como 

reservada debe incluir en todos los casos: 

a) El señalamiento expreso de la norma legal que autoriza al sujeto obligado 

a realizar la clasificación de información pública como reservada.  

b) El señalamiento expreso del derecho constitucional, el bien jurídico o el 

interés público que se busca proteger con la clasificación de información 

pública como reservada.  

c) Un análisis de los riesgos o perjuicios que implicaría para el Estado, la 

sociedad o los ciudadanos la libre circulación de la información que se va a 

reservar.  

d) El señalamiento expreso de las ventajas o beneficios que obtiene el Estado, 

la sociedad o los ciudadanos con la realización de la clasificación de la 

información pública como reservada, demostrando que existe 

proporcionalidad en la decisión de impedir el acceso a la información pública 

y los beneficios que esto implicará para el Estado o la sociedad.  
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e) El señalamiento expreso del tiempo que durará la reserva de la 

información pública, que en ningún caso será superior al tiempo que duren 

las causas legítimas que motivaron la reserva, ni por más tiempo que el que 

se ha establecido en la Ley.  

3. El acta debe ser suscrita por la máxima autoridad de las instituciones u 

organizaciones que son sujetos obligados según esta Ley, y en el caso de 

cuerpos colegiados el Acta de reserva de información debe ser firmada por el 

número de miembros que haya aprobado la reserva.  

4. El sujeto obligado que ha realizado la clasificación de información pública 

reservada enviará una copia del acta de reserva a la o  al Defensor del Pueblo 

y al Consejo de Administración Legislativa de la Asamblea Nacional, en el 

término de 10 días.  

5. La clasificación de la información como reservada no tendrá validez alguna 

si no se ha cumplido plenamente o falta alguno de los elementos descritos en 

el procedimiento establecido en este artículo. 

La clasificación de información pública como reservada que se realice o se 

mantenga incumpliendo el procedimiento para clasificar información como 

reservada establecido en esta ley se presumirá fraudulenta de pleno derecho, 

y las personas que la realicen serán responsables administrativa, civil y 

penalmente por los perjuicios que dicha clasificación pueda generar para el 

Estado o para cualquier otra persona natural o jurídica. 

Artículo 17.- Desclasificación de la información.  La información 

considerada como reservada se desclasificará y será pública en los siguientes 

casos: 

1. Por extinción de las causas que dieron lugar a su clasificación; 

2. Por expiración del plazo de clasificación; y, 

3. Por resolución de autoridad competente. 

En los casos de reserva por motivos de seguridad del Estado, se observarán 

las reglas de desclasificación de la información establecidas en   las normas 

relativas a la seguridad del Estado. 

 

CAPÍTULO V 

Transparencia Activa 

Sección I 

Obligación de publicar información 
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Artículo 18.- Transparencia activa.   Todos los organismos, dependencias y 

personas jurídicas señaladas en la presente Ley, difundirán a través de un 

portal informático web de información o a través de los medios que 

dispongan, y que sean de fácil acceso y comprensión, la siguiente 

información mínima actualizada mensualmente, que para efectos de esta ley, 

se la considera de naturaleza obligatoria: 

1.  Estructura orgánica   funcional, base legal que   la   rige, regulaciones   y 

procedimientos internos aplicables a la entidad; así como las metas y 

objetivos de las unidades administrativas de conformidad con sus programas 

operativos; 

2. El directorio completo del organismo, dependencia y/o persona jurídica, 

así como el distributivo del personal; 

3. Las escalas salariales, incluyendo todo ingreso adicional correspondiente a 

todo el personal del organismo, dependencia y/o persona jurídica; 

4.Los servicios que brinda y las formas de acceder a ellos, horarios de 

atención y demás indicaciones necesarias; 

5. Información total sobre el presupuesto anual que administra la entidad, 

así como el asignado a cada área, programa o función, especificando 

ingresos, gastos, financiamiento   y   resultados operativos   de   conformidad   

con   los clasificadores presupuestales, así como    liquidación del 

presupuesto, especificando destinatarios de la entrega de recursos públicos; 

6. Los resultados de las auditorías internas y gubernamentales al ejercicio 

presupuestario;  

7.  Información completa y detallada sobre los procesos precontractuales, 

contractuales, de adjudicación y liquidación, de las contrataciones de obras, 

adquisición de bienes, prestación de servicios, arrendamientos mercantiles, 

etc., celebrados por la entidad con personas naturales o jurídicas, incluidos 

concesiones, permisos o autorizaciones; especificando objetivos, 

características, montos, proveedores y subcontratos; 

8. Listado de las empresas y personas que han incumplido contratos con 

dicha entidad; 

9.Planes y programas de la entidad en ejecución; 

10.  El detalle de los contratos de crédito externos o internos; se señalará la 

fuente de los fondos con los que se pagarán esos créditos. Cuando se trate de 

préstamos o contratos de financiamiento, se hará constar expresamente el 

objetivo del endeudamiento, fecha de suscripción y renovación, nombres del 

deudor, acreedor y ejecutor, las operaciones y contratos de crédito, los 
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montos, plazo, costos financieros o tipos de interés, conforme lo establecen 

las leyes que regulan esta materia; 

11. Mecanismos de rendición de cuentas a las personas tales como metas e 

informes de gestión e indicadores de desempeño; 

12. Los viáticos, informes de trabajo y justificativos de movilización nacional 

o internacional de las autoridades, dignatarios, servidoras y servidores 

públicos; 

13. El nombre, dirección, teléfono de la oficina y dirección electrónica de las y 

los    responsables    del   acceso   de   información   pública   del    

organismo, dependencia y/o persona jurídica; 

14.  Texto íntegro de todos los contratos colectivos vigentes del organismo, 

dependencia y/o persona jurídica, así como sus anexos y reformas; 

15. Índice de información clasificada como reservada señalando la fecha de 

clasificación, período de vigencia y su fundamentación legal; 

16. Un detalle de las audiencias y reuniones sostenidas por las autoridades 

electas de todos los niveles de gobierno, funcionarios del nivel jerárquico 

superior de las instituciones públicas y máximos representantes de los 

demás sujetos obligados en esta ley, que tengan por objeto: 

a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de actos 

administrativos, proyectos de ley y leyes, como también de las decisiones que 

adopten los obligados en esta ley. 

b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o 

rechazo de acuerdos, resoluciones o decisiones de la Asamblea Nacional o 

sus miembros, incluidas sus Comisiones. 

c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos 

que realicen los sujetos obligados señalados en esta Ley y que sean 

necesarios para su funcionamiento. 

d) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas 

efectuados por los sujetos obligados señalados en esta Ley, a quienes 

correspondan estas funciones. 

En dicho detalle se deberá indicar, en particular, la persona, organización o 

entidad con quien se sostuvo la audiencia o reunión, la individualización de 

los asistentes o personas presentes en la respectiva audiencia o reunión, el 

lugar y fecha de su realización y la materia específica tratada. Se exceptúa lo 

determinado como información confidencial o reservada. 

17. Detalle de los convenios que celebre la entidad con personas naturales o 

jurídicas; 
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18. Un detalle de los donativos oficiales y protocolares que reciban los sujetos 

obligados establecidos en esta ley, con ocasión del ejercicio de sus funciones; 

En dichos registros deberá singularizarse el regalo o donativo recibido, la 

fecha y ocasión de su recepción y la individualización de la persona natural o 

jurídica de la cual procede. 

19. Registro de Activos de Información, que contenga información solicitada 

con frecuencia, y otra información complementaria que de carácter 

obligatorio deban cumplir los sujetos obligados, de   acuerdo   con   los   

parámetros establecidos por la Defensoría del Pueblo; 

20. Políticas públicas o cualquier información que afecte a un grupo 

específico; 

21. Formularios y formatos de solicitudes que se requieran para los trámites 

inherentes en su campo de acción; 

22. Otra información que la entidad considere relevante para el ejercicio del 

derecho de acceso a la información pública, la participación ciudadana y el 

control social. 

Los sujetos obligados en esta Ley publicarán la información contenida en 

este artículo en formato de datos abiertos, promoviendo así su uso, difusión, 

redistribución y operabilidad. 

El reglamento de la presente Ley, regulará los lineamientos técnicos que 

permitan   la uniformidad, interacción, fácil   ubicación   y   acceso   de   esta 

información. 

La transparencia activa no debe atenerse a disposiciones legales por encima 

de esta Ley. 

Sección II 

Obligaciones específicas 

Artículo 19.- Ministerio de Finanzas.   Además de lo establecido en el 

artículo 18 de la presente Ley, el Ministerio de Finanzas o el que haga sus 

veces deberá incluir en su sitio web, la siguiente información: 

1. Información sobre el origen y distribución de los recursos que forman 

parte del Presupuesto General del Estado; 

2. Información detallada de la ejecución del Presupuesto General del Estado; 

3. Reprocesamiento de la información presupuestaria histórica, permitiendo 

que esta pueda ser comparada con la vigente; y, 

4. Información sobre la estructura patrimonial del país, identificando los 

activos y los pasivos existentes del Estado. El detalle de esta información 
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será el mismo que se exige a las instituciones obligadas, es decir, a nivel de 

ítem presupuestario. 

Artículo 20.- Ministerio de Energía y Recursos Naturales no Renovables.  

Además de lo establecido en el artículo 18 de la presente Ley, el Ministerio de 

Energía y Recursos Naturales   no Renovables se asegurará que en la 

publicación de los contratos de extracción y explotación de recursos 

naturales no renovables se señale expresamente: 

1.Empresa a cargo de la extracción o explotación; 

2.Tipo de contrato suscrito entre el Estado y la empresa; 

3. Todos los pagos que la empresa hace al Estado, ya sea por concepto de 

regalías, impuestos, entre otros; destino de los recursos que genera la 

explotación; y, 

4. Costos referenciales de la explotación; márgenes de ganancia; pagos o 

transferencias que la Empresa haya acordado hacer a la comunidad, como 

consecuencia de la consulta previa, libre e informada. 

Artículo 21.- Función Judicial y Corte Constitucional.  Además de la 

información señalada en esta Ley, estos órganos publicarán adicionalmente 

la información procesal y el texto íntegro de las sentencias ejecutoriadas, 

salvo los casos expresamente prohibidos por la Ley. 

Sobre casos que versen sobre derechos colectivos de pueblos y 

nacionalidades indígenas, se lo hará en su idioma. 

Artículo 22.- Función de Transparencia y Control Social.  El Consejo de 

Participación   Ciudadana   y   Control   Social, la   Defensoría   del   Pueblo,  

Contraloría General del Estado, Superintendencias y todo organismo de 

control, adicionalmente, publicarán el texto íntegro de las resoluciones 

ejecutoriadas, así como sus informes, producidos en todas sus 

jurisdicciones. 

Artículo   23.- Gobiernos   Autónomos   Descentralizados.    Además de la 

información señalada en esta ley, los organismos seccionales, mensualmente, 

informarán a las personas, a través del portal informático web u otro medio 

digital que posea, de las resoluciones que adopten, mediante la publicación 

de las actas de las respectivas sesiones de estos cuerpos colegiados, 

comisiones y Consejo, así como sus planes de desarrollo local. 

Artículo 24.- Banco Central del Ecuador.  El Banco Central del Ecuador 

publicará, además, los indicadores e información relevante de su 

competencia de fácil acceso y comprensión para la población en general. 
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Artículo 25.- Asamblea Nacional.  Además de la información señalada en 

esta ley, la Asamblea Nacional publicará y actualizará semanalmente en su 

página web lo siguiente: 

1. Los textos completos de todos los proyectos de ley y enmiendas o reformas 

constitucionales que sean presentados ante la Asamblea Nacional, señalando 

la Comisión Especializada Permanente u Ocasional asignada, la fecha de 

presentación, el código; y, el nombre del auspiciante del proyecto; 

2. Listado completo y actualizado de los distintos proyectos de ley que se 

encuentran tramitando, en este se incluirán el nombre del proponente o 

proponentes, la fecha de presentación, la fecha de calificación del Proyecto 

por parte del Consejo de Administración Legislativa y el nombre de la 

Comisión Especializada Permanente u Ocasional a la que fue enviado; 

3. Un detalle de las observaciones presentadas a los proyectos de ley por 

parte de los asambleístas y las personas; 

4. Actas de constatación de quórum de las y los asambleístas a las sesiones 

del Pleno y de las Comisiones Especializadas Permanentes u Ocasionales; 

5. Actas de votaciones en formatos abiertos de las sesiones del Pleno y de las 

Comisiones Especializadas Permanentes u Ocasionales; 

6. Información detallada sobre los procesos de socialización de proyectos de 

ley en los que se indique la fecha y el lugar de la socialización, la temática 

abordada y el público objetivo; 

7. Solicitudes de información realizadas por las y los asambleístas en el 

ejercicio de su facultad fiscalizadora; 

8. Solicitudes de juicios políticos y toda información que se integre a dicho 

procedimiento hasta su resolución por el Pleno de la Asamblea Nacional; y, 

9.Información detallada de los procesos de fiscalización. 

Artículo 26.- Función Electoral. Además de la información señalada en 

esta ley, el Consejo Nacional Electoral en el término de sesenta días, 

contados a partir de la fecha de recepción de los informes de gasto electoral, 

presentados por las o los directores de las diferentes campañas electorales, 

agrupaciones políticas o candidatos, deberá publicar en su sitio web los 

montos recibidos y gastados en cada campaña. 

El Tribunal Contencioso Electoral publicará adicionalmente el texto íntegro 

de las sentencias ejecutoriadas. 

Artículo   27.-   Información   pública   de   los   Partidos   y   

Organizaciones Políticas.  Todos los partidos y organizaciones políticas que 

reciben recursos del Estado, deberán publicar   anualmente en forma   
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electrónica, sus informes acerca del uso detallado de los fondos a ellos 

asignados. Adicionalmente, los partidos y organizaciones   políticas 

difundirán en   sus páginas   web, los contratos de publicidad que tengan 

con medios de comunicación escritos, prensa, radio, televisión, así como 

aquellos que se celebren para la difusión de publicidad electoral en vallas, en 

virtud de las normas del Código de la Democracia sobre uso de los espacios 

estatales. 

Sección III 

Calidad de la información 

Artículo 28.- Calidad de la información.  La información publicada o 

entregada por los sujetos obligados deberá cumplir con las siguientes 

características: 

1.  Utilizar un lenguaje e idioma enfocado al público objetivo, de manera que 

la información sea transmitida de manera clara y precisa; 

2. La información se agrupará por temas, ítems, orden secuencial o 

cronológico, sin generalizar, de tal manera que las personas accedan a 

información clara y precisa; 

3. La información será publicada o entregada en formatos con datos abiertos 

permitiendo su recirculación para que la sociedad pueda conocerla, acceder 

a ella y valorarla; 

4. La información deberá ser entregada sin necesidad de acreditar un interés 

directo para su obtención o una afectación personal, salvo en los casos 

previstos en esta ley; 

5. La información será entregada en el formato requerido por el solicitante, 

sea este físico o digital.  En caso de que la o el solicitante no especifique el 

formato requerido o el sujeto obligado   esté imposibilitado de proporcionarlo, 

la información se entregará en el formato en que se disponga;  

6. La información debe contener todo lo solicitado por la persona, o en su 

defecto indicar con precisión las razones por las que no es posible hacerlo. 

7. La información publicada en el sitio web no impide que los sujetos 

obligados cumplan con atención, respuesta y entrega de información a las 

personas solicitantes. 

CAPÍTULO VI 

Transparencia pasiva 

Artículo 29.- Solicitud y Contenido.  La solicitud de información puede ser 

presentada por medio físico o electrónico y deberá contener lo siguiente: 
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1. Identificación de la persona solicitante; 

2. Información de contacto para recibir notificaciones; 

3. Descripción precisa de la información solicitada; y, 

4. El solicitante deberá especificar en su petición, el tipo de formato físico o 

digital, en el que desea que se le haga la entrega de la información solicitada. 

 Artículo   30.- Entrega   de la información.  Los sujetos obligados deberán 

propiciar la entrega de la información solicitada en formatos digitales, salvo 

que, quien solicite, haya requerido expresamente su entrega en un formato 

físico; en tal caso, el costo razonable de la reproducción no podrá exceder el 

valor del material en el que se reprodujo la información solicitada, y será 

asumido por el peticionario. 

Artículo 31.- Plazo.   Toda solicitud de acceso a la información pública 

deberá ser respondida en el plazo de diez días, que puede prorrogarse por 

cinco días más, por causas debidamente justificadas e informadas a la 

persona solicitante.  

 Artículo 32.- Alcance.  La solicitud de acceso a la información no implica la 

obligación de las entidades de la administración pública y demás sujetos 

obligados señalados en la presente Ley, a crear o producir información, con 

la que no dispongan o no tengan obligación de contar al momento de 

efectuarse el pedido. En este caso, la institución o entidad, comunicará 

motivadamente que la denegación de la solicitud se debe a la inexistencia de 

datos en su poder, respecto de la información solicitada. Esta Ley tampoco 

faculta a los peticionarios a exigir a las entidades que efectúen evaluaciones 

o análisis de la información que posean, salvo aquellos que por sus objetivos 

institucionales deban producir. No se entenderá producción de información, 

a la recopilación o compilación de información que esté dispersa en los 

diversos departamentos o áreas de la institución, para fines de proporcionar 

resúmenes, cifras estadísticas o índices solicitados por el peticionario. 

Artículo 33.- Denegación de la información.  La denegación de acceso a la 

información o la falta de contestación a la solicitud por parte de los sujetos 

obligados en disposición a la presente Ley, dará lugar a la gestión oficiosa, 

así como a la acción constitucional dispuesta en la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, y acciones legales, de 

las cuales se crea asistido, a fin de ejercer y garantizar el cumplimiento de 

sus derechos; sin perjuicio de las responsabilidades a las que haya lugar. 

Artículo 34.- Entrega Parcial.  En caso de que un documento contenga 

tanto información pública, como información clasificada como reservada, los 

sujetos obligados, en disposición a la presente Ley, deberán permitir el 

acceso a la información pública del documento. Al efecto deberá hacerse una 
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versión pública que mantenga la reserva únicamente sobre la parte 

correspondiente. 

Artículo 35.- Información solicitada que se encuentra publicada en el 

link de transparencia. Sin perjuicio de que la información solicitada se 

encuentre publicada en el link de transparencia del sitio o portal web 

institucional, los sujetos obligados deberán responder dicha solicitud y 

entregar la información requerida, indicando de manera complementaria que 

la misma también puede ser consultada en el link de transparencia, a través 

del enlace correspondiente que deberá ser anexado a la respuesta. 

CAPÍTULO VII 

Del procedimiento de queja y sanciones administrativas 

Artículo 36.- Responsabilidad sobre la entrega de la Información Pública. 

El titular de la entidad o representante legal, será responsable 

administrativa, civil o penalmente, por sus acciones u omisiones en la 

difusión, ocultamiento, alteración, denegación o pérdida de la información a 

su cargo.    

Artículo 37.- Gestión oficiosa.   Cualquier solicitante que considere que su 

solicitud no ha sido atendida de conformidad con la calidad dispuesta en 

esta ley, o que existe ambigüedad en el manejo de la información expresada 

en los portales informáticos o en la información que se difunde en la propia 

institución, podrá exigir la corrección en la difusión ante la misma 

institución, de no hacerlo, podrá solicitarse la intervención del Defensor del 

Pueblo a efectos de que se corrija y se brinde mayor claridad y 

sistematización en la organización de esta información. 

Artículo 38.- Procedimiento.  La petición para la gestión oficiosa deberá 

presentarse ante la Defensoría del Pueblo dentro de un plazo no mayor a (30) 

días desde el vencimiento de los plazos establecidos para la contestación de 

una solicitud. 

El Defensor del Pueblo emitirá un informe, determinando los correctivos 

necesarios de aplicación obligatoria a la información que se difunde, así 

como el plazo perentorio para su implementación; al efecto, una vez remitido 

dicho informe al sujeto obligado, brindará las facilidades amplias y 

suficientes para su cumplimiento, sin perjuicio de la sanción contemplada en 

el Artículo 38 de esta Ley, en el caso de instituciones públicas. 

En el caso de las personas de derecho privado, se notificará con el informe al 

Servicio Nacional de Contratación Pública. 

De no cumplir con lo determinado en el informe, la Defensoría del Pueblo 

deberá notificar a la Contraloría General del Estado a fin de que se impongan 

las responsabilidades administrativas correspondientes. 
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La gestión oficiosa que haya obtenido resultados positivos concluirá con un 

informe final que detalle las actividades realizadas y sus resultados, en la 

cual se dispondrá el archivo de la gestión.   

La gestión oficiosa por su propia naturaleza y en cumplimiento de sus 

características de inmediatez, oportunidad y eficacia no podrá extenderse 

más allá del plazo de 30 días desde que sea recibida la petición. 

                                                                                                                                                                                                    

Artículo 39.- Sanciones administrativas.  El incumplimiento de la 

obligación de transparentar activa y pasivamente la información pública de 

conformidad con lo establecido en esta Ley, dará lugar a las sanciones 

administrativas establecidas en la Ley Orgánica de Servicio Público, y 

conforme las garantías del debido proceso, contempladas en la Constitución 

de la República del Ecuador. 

Artículo   40.-   Responsabilidad de los sujetos obligados de derecho 

privado.    Previo al debido proceso, los   o   las representantes legales de las 

personas jurídicas de derecho privado o demás sujetos obligados que no se 

sujeten al régimen sancionatorio de la Ley Orgánica de Servicio Público, que 

incumplan con la transparencia activa y pasiva, serán sancionadas con la 

suspensión del Registro Único de Proveedores mientras dure el 

incumplimiento, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales a que 

haya lugar. 

Las corporaciones, fundaciones y organismos no gubernamentales (ONGs) 

aunque tengan el carácter de privadas y sean encargadas de la provisión o 

administración de bienes o servicios públicos, que mantengan convenios, 

contratos o cualquier forma contractual con instituciones públicas; y/u 

organismos internacionales, siempre y cuando la finalidad de su función sea 

pública, se verán inhabilitadas para participar conjuntamente con el Estado 

ejecución proyectos, mientras dure el incumplimiento.  

 

DISPOSICIONES GENERALES 

Primera. - El procedimiento para la solicitud de información se determinará 

en el Reglamento de esta Ley. 

Segunda. - Cualquier norma, reglamento, resolución no podrá contradecir lo 

establecido   en la presente Ley   especialmente   en lo relacionado   con   el 

procedimiento para la atención de solicitudes de información. 

Tercera. -  Los organismos, dependencias y/o personas jurídicas obligadas, 

tendrán un plazo de 90 días contados a partir de la publicación de esta Ley 

en el Registro Oficial con base en sus competencias constitucionales y legales 
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implementar programas de difusión, capacitación y fortalecimiento sobre esta 

Ley a sus servidores/as. 

Para cumplimiento de lo cual deben mejorar o implementar el Archivo donde 

se almacene y se custodie la información generada, para el libre acceso a la 

información. 

Cuarta. -   Los establecimientos educativos de todos los niveles, públicos y 

privados, tendrán un plazo de 90 días a partir de la publicación de esta Ley 

en el Registro Oficial para desarrollar actividades y programas de promoción 

del derecho de acceso a la información pública y sus garantías. 

Quinta. -  Los medios de comunicación públicos, tendrán un plazo de 90 

días a partir de la publicación de esta Ley en el Registro Oficial, incluirán 

dentro de su programación   habitual espacios destinados   a promocionar el 

derecho   de acceso a la información pública. 

Sexta. -  El Estado se encargará de garantizar en el Presupuesto General del 

Estado, los recursos necesarios para el acceso y la transparencia de la 

información en todos los niveles de gobiernos. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. - El Reglamento de la presente Ley será emitido en el plazo de  

noventa (90) días desde su publicación en el Registro. 

Segunda. - Los sujetos obligados contarán con el plazo máximo de ciento 

ochenta (180) días desde la publicación de la presente Ley en el Registro 

Oficial, para adaptarse a las obligaciones contenidas en la misma. 

Tercera. - En el plazo de ciento ochenta (180) días la Defensoría del Pueblo 

adoptará las medidas administrativas, técnicas y presupuestarias para el 

cabal cumplimiento de la responsabilidad que esta Ley le asigna. 

Cuarta. - Dentro de un plazo no mayor a ciento ochenta (180) días, se 

reformará la Ley del Sistema Nacional de Archivos armonizando sus 

disposiciones con las normas pertinentes contenidas en esta Ley. 

Quinta. – Dentro de un plazo no mayor a ciento ochenta (180) días se 

desarrollará la normativa específica para la protección de datos personales. 

Sexta. -  Dentro del plazo de un año contado a partir de la vigencia de esta 

norma, todos los sujetos obligados por esta Ley, revisarán la información 

clasificada como reservada que exista en sus archivos, y desclasificarán toda 

la información pública que, por el transcurso del tiempo o la terminación de 

las causas que motivaron la reserva, ya no merezca tener esa condición.  
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Respecto de la información pública que, a su juicio, merece seguir teniendo 

la condición de reservada se realizará obligatoriamente el procedimiento para 

clasificar información como reservada establecido en el Artículo 16 de esta 

Ley.  

El incumplimiento de esta disposición transitoria genera responsabilidad 

administrativa, civil y penal de las personas que tienen la obligación de 

realizar la desclasificación de la información.  

En caso de que el sujeto obligado no cumpla lo dispuesto en esta Disposición 

en el plazo de un año, toda la información clasificada como reservada queda 

automática e inmediatamente desclasificada, y no podrá impedirse su acceso 

y libre difusión de ninguna forma, ni con ningún recurso legal o acción 

constitucional. 

Séptima. - Dentro de un plazo no mayor a noventa (90) días, los sujetos 

obligados por esta Ley, crearan guías ciudadanas que hagan accesible a las 

personas el entendimiento de alcance del derecho al acceso a la información 

pública y su ejercicio. 

 

DISPOSICIONES REFORMATORIAS 

Primera. -  Agréguese después del número 13 del Artículo 45 de la Ley 

Orgánica de la Contraloría General del Estado lo siguiente: 

"14. No cumplir con las disposiciones de transparencia establecidas en la Ley 

Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública". 

Segunda. - Inclúyase a continuación del segundo inciso de la letra a) del 

Artículo 42 de la Ley Orgánica de Servicio Público, el siguiente párrafo: 

"Además se considerará falta leve la denegación de la solicitud de acceso a la 

información pública, así como la falta de cumplimiento de las obligaciones de 

transparencia de conformidad con la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública." 

Tercera. - Agréguese   después   del número 3 del Artículo 19 de la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública lo siguiente: 

4. No cumplir con las disposiciones de transparencia activa establecidas en 

la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública". 

Cuarta. - Refórmese el Artículo 47 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional por el siguiente: 

“Art. 47.- Objeto y ámbito de protección. - Esta acción tiene por objeto 

garantizar el acceso a la información pública, cuando ha sido denegada 

expresa o tácitamente, cuando se crea que la información proporcionada no 
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es completa o ha sido alterada o cuando se ha negado al acceso físico o 

digital a las fuentes de información. También procederá la acción cuando la 

denegación de información se sustente en el carácter secreto o reservado de 

la misma.  

Se considerará información pública toda aquella que emane o que esté en 

poder de entidades del sector público o entidades privadas que, para el tema 

materia de la información, tengan participación del Estado o sean 

concesionarios de éste.  

No se podrá acceder a información pública que tenga el carácter de 

confidencial o reservada, declarada en los términos establecidos por la Ley”. 

Quinta. - Refórmese el Artículo 77 del Código Orgánico Monetario y 

Financiero por el siguiente: 

“Art. 77.- Informes. - Los informes de auditoría, inspección, análisis y los que 

emitan los servidores y funcionarios de la superintendencia, en el ejercicio de 

las funciones de control y vigilancia, serán escritos y públicos, así como los 

documentos que el Superintendente califique como tales en virtud de 

precautelar la estabilidad de sus controlados. La Superintendencia, de 

creerlo del caso y de haber observaciones, trasladará los informes a 

conocimiento de las autoridades correspondientes de la entidad examinada.” 

Sexta. - Inclúyase como segundo inciso en el Artículo 34 de la Ley Orgánica 

de Participación Ciudadana, el siguiente párrafo: 

"Se verán inhabilitadas las organizaciones sociales que se encuentren 

incumpliendo con la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a Información 

Pública." 

DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

Primera. - Deróguese la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 337 

de 18 de mayo del año 2004 y su Reglamento General publicado y expedido 

mediante Decreto Ejecutivo No. 2471, publicado en el Registro Oficial No. 

507 de 19 de enero de 2005. 

Segunda. - Deróguese el Artículo 235 y el Artículo 288 del Código Orgánico 

Monetario y Financiero.  

Tercera. - Quedan derogadas todas las normas del ordenamiento jurídico 

nacional para la clasificación de información pública como reservada que 

sean anteriores, jerárquicamente inferiores y/o incompatibles con las normas 

establecidas en la presente Ley. 
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DISPOSICIÓN FINAL 

Única. - La presente Ley entrará en vigor a partir de su publicación en el 

Registro Oficial. 

 
12. CERTIFICACIÓN DE LA SECRETARIA O SECRETARIO RELATOR 

DE LOS DÍAS EN QUE FUE DEBATIDO EL PROYECTO DE LEY, 
ACUERDO, RESOLUCIÓN O DEMÁS ACTOS LEGISLATIVOS, SEGÚN 

CORRESPONDA: 
 

 
COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DE TRANSPARENCIA, 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL 

 
 

 
 

En mi calidad de Secretaria Relatora de la Comisión Especializada 
Permanente de Transparencia, Participación Ciudadana y Control Social 

 
 

CERTIFICO: 

 
Que, el presente Informe para Primer Debate del “PROYECTO DE LEY 

ORGÁNICA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA”, fue conocido, debatido y aprobado durante la Sesión 

Semipresencial No.- 2021-2023-053 de 19 de enero de 2022, del Pleno de 
la Comisión Especializada Permanente de Transparencia, Participación 

Ciudadana y Control Social, con la votación de las y los siguientes 

asambleístas:  
 

 
 

 
Quito D.M., 19 de enero de 2022 

 
Atentamente, 

 

 
 

 
 

Mayra Lorena Morales Carrasco 
Secretaria de la Comisión Especializada Permanente de Transparencia, 

Participación Ciudadana Y Control Social 
 

 


